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Resumen 

El art. 115.4 b) de la Ley General de la Seguridad Social (en adelante LGSS) establece que no 

tienen la consideración de accidente de trabajo los que sean debidos a dolo o a imprudencia 

temeraria del trabajador. Por otro lado, según el art. 115.5 a) LGSS no impide la calificación de un 

accidente como de trabajo la imprudencia profesional, definida por el mismo artículo como aquella 

que es consecuencia del ejercicio habitual de un trabajo y se deriva de la confianza que éste inspira. 

Por lo tanto, tenemos tres elementos – dolo, imprudencia temeraria e imprudencia profesional – que 

pueden tener consecuencias en el accidente de trabajo. A la vista del poco desarrollo legislativo de 

estos conceptos hay que acudir a las resoluciones judiciales para determinar el concepto y alcance 

de cada uno.  

 

El análisis de la jurisprudencia debe hacerse conjuntamente, pues en ocasiones los Tribunales tienen 

criterios dispares en relación al concepto o a la apreciación del dolo o la imprudencia temeraria. 

Esta visión global permite establecer unos criterios generales de los que cabe destacar el análisis 

individualizado de cada caso, la restrictividad en apreciar dolo e imprudencia temeraria y la 

existencia de criterios especiales en situaciones particulares, como por ejemplo en el suicidio.
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Introducción 

El objetivo de este trabajo es analizar el concepto, alcance y consecuencias del dolo y la 

imprudencia temeraria en el accidente de trabajo. A su vez, también se pretende analizar – aunque 

de manera menos detallada – la imprudencia profesional, por la relación existente entre dicho 

concepto y la imprudencia temeraria. 

 

España es un país con una gran siniestralidad laboral
1
. A modo de ejemplo, en el año 2012 hubo en 

total 471.223 accidentes de trabajo con baja en todo el país, siendo 452 mortales. Esto significa que 

cada día se produjeron 1.291 accidentes de trabajo con baja, con un promedio de más de un 

accidente mortal al día. A pesar de que estos números pueden parecer excesivos, en años anteriores 

la situación fue mucho más alarmante. En el año 2006 – en plena burbuja inmobiliaria – se 

registraron 1.003.440 accidentes de trabajo con baja (2.749 al día), siendo 947 mortales (más de dos 

y medio al día). Esta siniestralidad laboral es una de las más elevadas en la Unión Europea. En el 

año 2006, mientras que la media europea fue de 76 accidentes por cada 100 mil trabajadores, en 

nuestro país fue de 85 por cada 100 mil trabajadores
2
. Este alto índice de siniestralidad laboral hace 

que el estudio de cualquier aspecto relacionado con el accidente de trabajo sea de especial 

relevancia. En concreto, el análisis del accidente de trabajo desde el punto de vista de la conducta 

del trabajador – ya sea dolosa o imprudente – es muy interesante, pues de dicha conducta depende 

que no se rompa el nexo de causalidad requerido en todo accidente de trabajo. 

 

Los conceptos de dolo e imprudencia temeraria no están desarrollados legislativamente. Por este 

motivo este trabajo se basa principalmente en el análisis de sentencias judiciales, tanto del Tribunal 

Supremo como de los Tribunales Superiores de Justicia, con el objetivo de determinar el concepto y 

los supuestos incluidos en el dolo y la imprudencia temeraria. Cabe decir que en aquellos puntos 

conflictivos en la jurisprudencia he analizado la opinión de diversos autores y, posteriormente, he 

decidido por la solución más coherente, siempre bajo una argumentación y desde un punto de vista 

personal. 

 

El trabajo está divido en tres grandes apartados. En el primer apartado se analiza el concepto de 

accidente de trabajo – con especial atención al elemento causal – y las diferentes prestaciones, 

recargos e indemnizaciones a las que tiene derecho el trabajador. Este primer apartado es 

fundamental para entender los conceptos que aparecen a lo largo del trabajo. 

                                                           
1
 Ver anexo 1. 

2
 Datos obtenidos de la web de EUROSTAT. 
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En el segundo apartado se analiza el dolo en el accidente de trabajo. En primer lugar hay una 

definición del concepto obtenida tras el estudio de diferentes sentencias. En segundo lugar, se 

analiza la única sentencia actual que determina la existencia de dolo en supuestos diferentes al 

suicidio. Por último, se analiza con más detalle la calificación del suicidio como accidente de 

trabajo, conducta que puede ser incluida dentro del dolo al que hace referencia el art. 115.4 b) 

LGSS. 

 

El tercer y último apartado hace referencia a la imprudencia temeraria. En primer lugar, se define la 

imprudencia temeraria y se diferencia de la profesional, pues por regla general los Tribunales 

analizan el tipo de imprudencia existente entre ambas. Posteriormente se analizan diversas 

resoluciones sobre la imprudencia temeraria para determinar la línea argumental que siguen los 

Tribunales y se resumen las principales conclusiones. Para finalizar, se analiza de forma detallada la 

imprudencia temeraria en la conducción de vehículos a motor, supuesto muy común en relación a 

dicha imprudencia. 
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Parte I: El accidente de trabajo 

 

1.1. Concepto de accidente de trabajo 

 

1.1.1. El accidente de trabajo en la Ley General de la Seguridad Social 

El art. 115 LGSS regula el concepto de accidente de trabajo
3
. En primer lugar, el art. 115.1 LGSS 

define el concepto de accidente de trabajo como “toda lesión corporal que el trabajador sufra con 

ocasión o por consecuencia del trabajo que ejecute por cuenta ajena”. De esta definición se derivan 

tres requisitos o elementos del accidente de trabajo
4
:  

 

1. Elemento subjetivo: Existencia de una relación laboral. Para determinar la existencia de este 

elemento debemos atender al concepto de trabajo por cuenta ajena que establece el art. 1.1 

del Estatuto de los Trabajadores (en adelante ET): “aquellos trabajadores que 

voluntariamente presten sus servicios retribuidos por cuenta ajena y dentro del ámbito de 

organización y dirección de otra persona, física o jurídica, denominada empleador o 

empresario”. Hay cuatro aspectos que son de importante relevancia para este elemento. En 

primer lugar, la protección por accidente de trabajo se extiende a todos los regímenes 

especiales de la Seguridad Social que incorporen trabajadores asalariados
5
. En segundo 

lugar, se entienden también como trabajadores por cuenta ajena aquellos asimilados que se 

encuentren dentro del régimen general de la Seguridad Social salvo que la inclusión no sea 

completa
6
. En tercer lugar, el art. 8.1 ET establece una presunción de la existencia de 

contrato de trabajo entre todo el que presta un servicio por cuenta y dentro del ámbito de 

organización y dirección de otro y el que lo recibe a cambio de una retribución a aquél. En 

cuarto y último lugar, la jurisprudencia ha establecido que para determinar la existencia de 

la relación laboral es irrelevante la calificación que las partes otorguen a un contrato, de 

manera que la naturaleza jurídica de dicha relación contractual viene determinada por el 

conjunto de derechos y obligaciones que se pactan
7
.  

                                                           
3
 Ver anexo 2. 

4
 STS (Sala de lo Social) de 9 de mayo de 2006 (RJ 2006\3037). 

5
 GONZÁLEZ ORTEGA, S. y BARCELÓN COBEDO, S. (2013). Introducción al Derecho de la Seguridad Social. (7ª 

Ed.). Valencia: Tirant lo Blanch (p. 171 y 172). 
6
 BLASCO LAHOZ, J. F. y LÓPEZ GANDÍA, J. (2013). Curso de Seguridad Social. (5ª Ed.). Valencia: Tirant lo 

Blanch (p. 289). 
7
 STS (Sala de lo Social) de 29 de diciembre de 1999 (RJ 2000\1427). 
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2. Elemento objetivo: Producción de una lesión. Según los Tribunales por lesión debe 

entenderse el daño corporal procedente de herida, golpe o enfermedad y más ampliamente 

cualquier daño o perjuicio, comprendiendo no solo el daño físico sino también el psíquico
8
.  

3. Elemento causal: Relación de causalidad entre el accidente y el trabajo
9
. 

 

Es importante destacar que el concepto de accidente de trabajo es ampliado legislativamente. Esta 

ampliación se refleja en dos aspectos esenciales que sirven para delimitar y determinar su 

existencia. En primer lugar, el art. 115.3 LGSS establece una presunción iuris tantum de que los 

accidentes ocurridos durante el tiempo y en el lugar de trabajo son constitutivos de accidente de 

trabajo. Según el Tribunal Supremo, para desvirtuar esta presunción hace falta que la prueba sea 

evidente a todas luces de la absoluta carencia de relación entre el trabajo, con todos los matices 

físicos y psíquicos que lo rodean, y el siniestro
10

. En segundo lugar, el art. 115.2 LGSS enumera 

siete supuestos que tienen la consideración de accidentes de trabajo, ampliando así el concepto de 

accidente de trabajo: 

 

a) Accidente in itinire: Son aquellos sufridos por el trabajador al ir o al volver del lugar de 

trabajo. Este concepto ha sido limitado por la jurisprudencia mediante cuatro requisitos o 

elementos
11

: 

1. Requisito teleológico: La finalidad del desplazamiento debe ser llegar o volver del 

trabajo, por lo que en general se excluyen las desviaciones por razones personales. 

2. Requisito cronológico: El accidente debe tener lugar en un tiempo razonablemente 

próximo a la entrada o salida del trabajo. 

3. Requisito topográfico: La ruta seguida por el trabajador accidentado debe ser la 

habitual o la lógica. 

4. Requisito de idoneidad en el medio de transporte: El medio de transporte debe ser 

racional y adecuado, teniendo en cuenta para esta determinación la distancia entre el 

domicilio del trabajador y su centro de trabajo.  

b) Accidentes sufridos por el trabajador con ocasión o como consecuencia del desempeño de 

cargos electivos de carácter sindical, incluyendo los acaecidos al ir o al volver del lugar en 

que se ejerciten las funciones de dichos cargos.  

                                                           
8
 Por ejemplo: STSJ de Madrid (Sala de lo Social, Sección 3ª) de 16 de mayo de 2005 (AS 2005\1520). 

9
 Este elemento es analizado de forma más detallada en el siguiente apartado. 

10
 STS (Sala de lo Social, Sección 1ª) de 15 de junio de 2010 (RJ 2010\2705). 

11
 FERNÁNDEZ AVILÉS, J. A. (2007). El accidente de trabajo en el Sistema de Seguridad Social (Su contradictorio 

proceso de institucionalización jurídica). Barcelona: Atelier (p. 103 a 106). 



5 
 

c) Accidente en misión: Aquellos accidentes ocurridos con ocasión o por consecuencia de 

tareas distintas a las de la categoría profesional del trabajador, ejecutadas en cumplimiento 

de las órdenes del empresario o espontáneamente en interés del buen funcionamiento de la 

empresa. 

d) Los ocurridos en actos de salvamento y en otros de naturaleza análoga, siempre que tengan 

conexión con el trabajo. 

e) Las enfermedades que contraiga el trabajador con motivo de la realización de su trabajo, 

siempre que no tengan la consideración de enfermedades profesionales según el art. 116 

LGSS y se pruebe que la enfermedad tiene como causa exclusiva el trabajo.  

f) Enfermedades o defectos anteriores que se agraven como consecuencia del trabajo. 

g) Enfermedades intercurrentes: Enfermedades derivadas del proceso de curación del accidente 

de trabajo o de la enfermedad con consideración de accidente de trabajo. 

 

Por otro lado, el art. 115.4 LGSS establece que, sin perjuicio de todo lo explicado anteriormente, no 

tienen la consideración de accidente de trabajo aquellos debidos a fuerza mayor extraña al trabajo y 

los que sean debidos a dolo o imprudencia temeraria del trabajador accidentado. El dolo y la 

imprudencia temeraria del trabajador serán analizados en detalle a lo largo del presente trabajo, por 

lo tanto en este punto es relevante definir el concepto de fuerza mayor. 

 

El art. 115.4 a) LGSS define la fuerza mayor extraña al trabajo como “la que sea de tal naturaleza 

que ninguna relación guarde con el trabajo que se ejecutaba al ocurrir el accidente”. Además, el 

mismo artículo establece que en ningún caso puede considerarse fuerza mayor extraña al trabajo la 

insolación, el rayo y otros fenómenos de naturaleza análoga. El Tribunal Supremo define la fuerza 

mayor como “una fuerza superior a todo control y previsión y que excluye toda intervención de 

culpa de alguna de las partes”
12

. Sin embargo, el art. 115.4 a) LGSS no excluye la existencia de 

accidente de trabajo por toda fuerza mayor, sino solo por aquella fuerza mayor extraña al trabajo, es 

decir, por aquella que no guarda relación alguna con el trabajo ejecutado. Por lo tanto, la existencia 

de fuerza mayor en un accidente no excluirá su determinación como de trabajo a no ser que dicha 

fuerza mayor no guarde ningún tipo de relación con el trabajo ejecutado por el trabajador en el 

momento del accidente. Por otro lado, la propia normativa establece que en ningún caso se puede 

considerar fuerza mayor extraña al trabajo – y por lo tanto excluyente del concepto de accidente de 

trabajo – el sol, el rayo y otros fenómenos análogos. En conclusión, los supuestos en que la fuerza 

mayor excluye el accidente de trabajo son muy limitados. 

 

                                                           
12

 STS (Sala de lo Civil) de 20 de julio de 2000 (RJ 2000\6754). 
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Por último, el art. 115.5 LGSS establece dos circunstancias que no impiden la calificación de un 

accidente como de trabajo. La primera de estas circunstancias es la imprudencia profesional 

consecuencia del ejercicio habitual de un trabajo y que se deriva de la confianza que éste inspira. 

Por lo tanto, la Ley distingue entre la imprudencia temeraria como elemento excluyente del 

accidente de trabajo y la imprudencia profesional como elemento no excluyente del accidente de 

trabajo. El análisis y diferencia de ambos conceptos se analizará en la tercera parte del trabajo. La 

segunda circunstancia que no impide la calificación de un accidente como de trabajo es la 

concurrencia de culpabilidad civil o criminal del empresario, de un compañero de trabajo del 

accidentado o de un tercero, salvo que no guarde relación alguna con el trabajo. Para interpretar esta 

circunstancia es de gran interés la STS (Sala de lo Social) de 20 de febrero de 2006 (RJ 2006\739).  

 

La sentencia analiza el caso de un trabajador que, a la salida del trabajo y mientras se dirigía a casa, 

recibió un tiro en la cabeza por parte del “asesino de la baraja” que le causó la muerte. En primer 

lugar, hay que destacar que según la interpretación literal del precepto, para que se excluya la 

consideración de accidente de trabajo la culpabilidad no debe guardar relación alguna con el 

trabajo. Por ejemplo, y según el Tribunal Supremo, sería una causa de inexistencia de accidente de 

trabajo una agresión que respondiera tan solo a motivos personales. Pero en el caso de que la 

culpabilidad civil o criminal tuviera algún tipo de relación con el trabajo nos encontraríamos ante 

un accidente de trabajo. Por último, la Sentencia resuelve una cuestión interesante: las 

consecuencias de que la culpabilidad se derive de un caso fortuito. El “asesino de la baraja” elegía 

sus víctimas al azar, por lo que el trabajador fallecido no guardaba ninguna relación con él. Según el 

Tribunal, en estos casos debe apreciarse la existencia del accidente de trabajo. Esta conclusión es 

fundamentada, entre otros razonamientos, por el informe preceptivo del Ministerio Fiscal que 

resulta muy clarificador: “si el fallecimiento producido por un accidente de carretera, por una 

simple caída […] sería indemnizable, es absurdo que si la muerte se produce a mano airada, por un 

crimen, no se considere indemnizable”. 

 

1.1.2. El accidente de trabajo desde una perspectiva multinivel 

Más allá de la regulación establecida en el ordenamiento jurídico interno, existe una serie de 

normativa internacional sobre el accidente de trabajo que conviene destacar, en concreto los 

Convenios de la OIT y la normativa comunitaria. 

 

La actividad de la OIT se centra en la acción legislativa internacional en cuestiones de trabajo. 

Existen algunos Convenios de la OIT sobre el accidente de trabajo. Estos Convenios de la OIT 

constituyen una modalidad de legislación universal, de obligado cumplimiento para los Estados que 
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los ratifican, que contienen normas con un doble carácter: son normas mínimas, por lo que no 

pueden menoscabar otras fuentes con normas más favorables para los trabajadores y son normas 

flexibles, de tal manera que permiten adaptarse a las diferentes condiciones de cada país
13

. Los tres 

Convenios de la OIT en relación al accidente de trabajo son: 

1. Convenio núm. 102 OIT, sobre la Seguridad Social (norma mínima) de 1952: Este Convenio 

obliga a los Estados que lo ratifican a cubrir tres situaciones previstas en él de un total de 

nueve. Una de estas situaciones son las prestaciones en caso de accidente de trabajo y 

enfermedad profesional, establecida en la parte VI del Convenio. España aceptó en la 

ratificación del Convenio, además de las partes II – IV, la parte VI, por lo que se puede 

afirmar que España está obligada a ofrecer prestaciones por accidentes de trabajo de acuerdo 

con este Convenio. 

2. Convenio núm. 12 de la OIT, sobre la indemnización por accidentes de trabajo (agricultura) 

de 1921: Este Convenio obliga a todos los Estados que lo ratifiquen – entre los que se 

encuentra España – a extender a todos los asalariados agrícolas el beneficio de leyes y 

reglamentos que tengan por objeto indemnizar a las víctimas de accidentes de trabajo. El 

texto no especifica ninguna condición más, por lo que se puede afirmar que su importancia 

se vio desplazada con la ratificación del Convenio núm. 102 OIT. 

3. Convenio núm. 19 OIT, sobre igualdad de trato (accidentes de trabajo) de 1925: Este 

Convenio obliga a los Estados que lo ratifiquen a conceder igualdad de trato a los nacionales 

de otro Estado que también ratifique el Convenio en materia de indemnización por 

accidentes de trabajo. Este Convenio, al igual que los anteriores, ha sido ratificado por 

España. 

 

También existe normativa comunitaria sobre el accidente de trabajo. En concreto, existen normas de 

conflicto en materia de Seguridad Social: el Reglamento 883/2004, sobre coordinación de los 

sistemas de Seguridad Social de los Estados miembros junto con su Reglamento de aplicación 

987/2009. Estos Reglamentos no pretenden establecer un único sistema de Seguridad Social sino 

determinar las responsabilidades de cada sistema nacional para los trabajadores con actividad 

laboral en dos o más Estados miembros
14

. No hay que olvidar, además, que aunque el anterior 

Reglamento 1408/1971 queda derogado, preserva sus efectos jurídicos a efectos anteriores
15

. Por lo 

tanto, nos encontramos con una normativa comunitaria compleja. 

 

                                                           
13

 MERCADER UGUINA, J.R. (2012). Lecciones de Derecho del Trabajo. Valencia: Tirant lo Blanch (p. 78). 
14

 OJEDA AVILÉS, A. (2013). Derecho transnacional del trabajo. Valencia: Tirant lo Blanch (p. 114). 
15

 VIDA SORIA, J., MONEREO PÉREZ, J.L., MOLINA NAVARRETE, C. y QUESADA SEGURA, R. (2012). 

Manual de Seguridad Social. (8ª Ed.). Madrid: Tecnos (p. 59). 
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Según el art. 1 f) R. 883/2004, las prestaciones por accidente de trabajo es una materia incluida en 

el ámbito de aplicación del mismo. El R. 883/2004 da derecho a las prestaciones en especie 

específicas del régimen de accidentes de trabajo a las personas que los sufran y que residan o 

efectúen una estancia en un Estado miembro que no sea el Estado miembro competente (art. 36.2). 

Por otro lado, el Reglamento establece unas reglas para solucionar las particularidades de algunas 

legislaciones estatales en su art. 40 y prevé subsidios de defunción en caso de muerte por accidente 

de trabajo en un Estado miembro distinto al Estado miembro competente (art. 42).  

 

1.2. El elemento causal en el accidente de trabajo 

El elemento causal es uno de los tres elementos que componen el accidente de trabajo. Este 

elemento debe entenderse como el nexo de causalidad entre la lesión y el accidente, de manera que 

la lesión que sufre el trabajador debe ser con ocasión o por consecuencia del trabajo, tal y como 

establece el art. 115.1 LGSS. Este elemento es de especial relevancia al analizar el dolo y la 

imprudencia temeraria ya que la existencia de ambos puede romper este nexo de causalidad lesión – 

trabajo. De los tres elementos que componen el accidente de trabajo, el elemento causal es el de 

más difícil determinación, motivo por el que existe abundante doctrina y jurisprudencia analizando 

este elemento. 

 

J. A. FERNÁNDEZ AVILÉS distingue, dentro de la causalidad lesión – trabajo, dos tipos de 

causalidad
16

: 

1. Causalidad directa: Supuestos en que el accidente se produce “por consecuencia del 

trabajo”, teniendo en cuenta los agentes lesivos, inherentes o específicos del trabajo y la 

presunción de accidente de trabajo por la lesión durante el tiempo y en el lugar de trabajo 

del art. 115.3 LGSS. 

2. Causalidad indirecta o inmediata: Supuestos en que el accidente se produce “con ocasión del 

trabajo”, es decir, cuando el trabajo no es por sí la causa del accidente pero sin su existencia 

no se hubiera producido la lesión o sería de menos gravedad. 

 

El elemento causal del accidente de trabajo existe siempre que haya causalidad directa o inmediata. 

Por lo tanto, el nexo de causalidad es un concepto amplio que abarca gran número de supuestos.  

 

Por otro lado, existe abundante jurisprudencia sobre el elemento causal. El motivo es, tal y como 

expone el Tribunal Supremo, que la declaración de la existencia del nexo causal no es una 

                                                           
16

 FERNÁNDEZ AVILÉS, J. A. (2007). El accidente de trabajo en el Sistema de Seguridad Social (Su contradictorio 

proceso de institucionalización jurídica). Barcelona: Atelier (p. 101). 
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conclusión jurídica ni está sometida a reglas fijas y exactas. Por lo tanto, es una declaración de 

contenido fáctico a la que el Tribunal llega una vez atendidas las especiales e individualizadas 

circunstancias de cada caso
17

. Por otro lado, y también según el Tribunal Supremo, hay grandes 

dificultades para determinar la existencia del nexo causal cuando la lesión no se origina 

directamente por el trabajo desarrollado. En tales casos, la presunción del art. 115.3 LGSS puede 

ser determinante para resolver sobre la existencia de la causalidad, aunque dicha presunción solo 

opera para aquellos accidentes ocurridos en el lugar y tiempo de trabajo
18

. Bajo esta interpretación 

del elemento de causalidad, los Tribunales han considerado su existencia en casos como el infarto 

de miocardio
19

 o el suicido
20

. En conclusión, los Tribunales dan un sentido amplio al elemento de 

causalidad y su existencia debe apreciarse en cada caso concreto,  teniendo siempre en cuenta la 

presunción del art. 115.3 LGSS.  

 

1.3. Las consecuencias del accidente de trabajo 

La existencia de dolo o imprudencia temeraria del trabajador accidentado puede determinar la 

calificación de un accidente como de trabajo o como común. Esta calificación es de especial 

relevancia, pues el sistema español de Seguridad Social establece una importante diferenciación 

entre las contingencias profesionales – accidente de trabajo y enfermedad profesional – y las no 

profesionales – todas las demás –. De esta diferenciación se puede afirmar, de manera general, que 

si la contingencia tiene un origen profesional se atenúan los requisitos de acceso y se mejora el 

contenido de la prestación correspondiente
21

. 

 

Las diferencias existentes entre el origen profesional o común de la contingencia varía según la 

prestación. Sin embargo, sí se puede afirmar de manera general que ante la existencia de un 

accidente de trabajo concurren tres sistemas indemnizatorios: las prestaciones de Seguridad Social, 

el recargo de las prestaciones económicas a cargo exclusivo del empresario y la responsabilidad 

civil
22

. Todo ello sin olvidar la posible responsabilidad penal en la que puede incurrir el empresario.  

 

 

                                                           
17

 STS (Sala de lo Social), de 28 de septiembre de 2000 (RJ 2000\9646). 
18

 STS (Sala de lo Social, Sección 1ª) de 15 de junio de 2010 (RJ 2010\2705). 
19

 Por ejemplo: STSJ de La Rioja (Sala de lo Social) de 31 de julio de 2002 (AS 2002\2760). 
20

 Por ejemplo: STSJ de Extremadura (Sala de lo Social, Sección 1ª) de 14 de diciembre de 2010 (AS 2010\53). 
21

 VIDA SORIA, J., MONEREO PÉREZ, J.L., MOLINA NAVARRETE, C. y QUESADA SEGURA, R. (2012). 

Manual de Seguridad Social. (8ª Ed.). Madrid: Tecnos (p. 222 y 223).  
22

 ROCA TRÍAS, E. (2009). Concurrencia de indemnizaciones en los accidentes de trabajo. En AZÓN VILAS, F.V., 

MARTÍN-CASALLO LÓPEZ, J.J., MARTÍNEZ MOYA, J., MARÍN CASTÁN, F. (Coordinadores). Prestaciones e 

indemnizaciones en materia de accidentes de trabajo: aspectos penales, civiles y laborales. Madrid: Consejo General 

del Poder Judicial (p. 16). 
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1.3.1. Prestaciones de la Seguridad Social 

Como regla general se puede afirmar que si la contingencia es profesional se atenúan los requisitos 

de acceso y se mejora el contenido de la prestación correspondiente, tal y como se ha comentado 

anteriormente. Sin embargo, no se puede establecer un patrón general, pues depende de la 

prestación en concreto la diferencia que pueda existir entre si ésta se origina por una contingencia 

profesional o no profesional. Más allá de estas diferencias concretas entre prestaciones, sí que 

encontramos unas diferencias de carácter general como consecuencia de que la prestación sea 

causada por una contingencia profesional.  

 

En primer lugar, el art. 124.4 LGSS establece que, salvo disposición legal expresa en contrario, no 

se exigirán períodos previos de cotización para el derecho a las prestaciones que se deriven de 

accidente, sea o no de trabajo, o de enfermedad profesional. Esta disposición no es exclusiva para 

las contingencias profesionales – incluye también el accidente no laboral – aunque establece, como 

regla general, la no exigencia de carencia para las prestaciones nacidas a consecuencia de un 

accidente de trabajo. 

 

Por otro lado, según el art. 125.3 LGSS los trabajadores se considerarán de pleno derecho en 

situación de alta a efectos de accidente de trabajo, enfermedades profesionales y desempleo, aunque 

el empresario hubiera incumplido sus obligaciones. Este artículo establece una alta presunta o de 

pleno derecho en caso de accidente de trabajo, entre otros supuestos. Esta alta presunta o de pleno 

derecho puede definirse como “aquella situación en que existe actividad normal de trabajo y, por lo 

tanto, debería existir alta real, pero en la que el empresario ha incumplido sus obligaciones, ante lo 

cual el legislador otorga la protección automáticamente respecto de determinadas prestaciones”
23

. 

 

Es de relevancia destacar también la automaticidad de las prestaciones regulada en el art. 126.3 

LGSS. Según este precepto “las entidades gestoras, Mutuas de Accidentes de Trabajo y 

Enfermedades Profesionales o, en su caso, los servicios comunes procederán, de acuerdo con sus 

respectivas competencias, al pago de las prestaciones a los beneficiarios en aquellos casos, 

incluidos en dicho apartado, en los que así se determine reglamentariamente, con la consiguiente 

subrogación en los derechos y acciones de tales beneficiarios”. Por lo tanto, la automaticidad que 

regula este artículo hace referencia a la obligación de las entidades gestoras o colaboradoras de 

efectuar el pago de la prestación correspondiente en determinados supuestos, pudiendo éstas 

posteriormente dirigirse contra el empresario responsable. 

                                                           
23

 VIDA SORIA, J., MONEREO PÉREZ, J.L., MOLINA NAVARRETE, C. y QUESADA SEGURA, R. (2012). 

Manual de Seguridad Social (8ª Ed.). Madrid: Tecnos (p. 248). 
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A pesar de la importancia de la automaticidad de las prestaciones no existe el desarrollo 

reglamentario al que hace referencia el art. 126.3 LGSS. En su defecto, la jurisprudencia entiende 

que debemos aplicar la LSS del año 1966, en concreto los arts. 94 a 96 LSS’96, considerándolos 

vigentes con valor reglamentario
24

. En aplicación de todo lo anterior, se puede afirmar que las 

prestaciones derivadas de contingencias profesionales son supuestos de automaticidad absoluta o 

plena, lo que conlleva a que dichas prestaciones pueden anticiparse aún cuando no se hubiera 

cumplido el requisito del alta. De esta manera se diferencian de los supuestos de automaticidad 

relativa, supuestos que requieren del requisito del alta para que opere la automaticidad.  

 

Por último es importante destacar la figura de las lesiones permanentes no invalidantes. Esta 

prestación está regulada en el art. 150 LGSS y su importancia en relación al tema de este estudio es 

que solo existe en supuestos de contingencias profesionales. Esta prestación consiste en una 

indemnización a tanto alzado, por una sola vez, en función de la lesión de acuerdo con el baremo de 

la Orden ESS/66/2013, de 28 de enero. Los requisitos para causar esta prestación son, de acuerdo 

con el art. 150 LGSS: 

- La existencia de una lesión, mutilación o deformidad de carácter definitivo, causada por un 

accidente de trabajo o enfermedad profesional y que suponga una disminución o alteración 

de la integridad física del trabajador. 

- Que la lesión no llegue a constituir una incapacidad permanente. 

- Que la lesión esté recogida en el baremo de la Orden ESS/66/2013. 

 

1.3.2. Recargo de las prestaciones económicas a cargo exclusivo del empresario 

El art. 123.1 LGSS contempla un recargo para todas las prestaciones económicas nacidas a 

consecuencia de un accidente de trabajo o enfermedad profesional cuando el empresario infringe las 

medidas de prevención de riesgos y seguridad y salud en el trabajo. Este recargo es de entre un 30 y 

50 por ciento de la prestación correspondiente, según la gravedad de la falta. De acuerdo con 

reiterada jurisprudencia del Tribunal Supremo
25

, el recargo del art. 123 LGSS requiere tres 

requisitos: 

1. Comisión por parte de la empresa de alguna infracción consistente en el incumplimiento de 

alguna medida de seguridad general o específica. 

2. Acreditar la causación de un daño efectivo en la persona del trabajador. 

                                                           
24

 ROQUETA BUJ, R., GARCÍA ORTEGA, J. (Directores). (2013). Derecho de la Seguridad Social. Valencia: Tirant 

lo Blanch (p. 233 y 234). 
25

 Por ejemplo: STS (Sala de lo Social) de 12 de junio de 2013 (RJ 2013\5730). 
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3. Existencia de una relación de causalidad entre la infracción y el resultado dañoso, conexión 

que puede romperse cuando la infracción es imputable al propio interesado. 

 

El art. 123.2 LGSS establece que la responsabilidad del pago del recargo recae directamente sobre 

el empresario infractor, no pudiendo ser objeto de seguro y siendo nulo de pleno derecho cualquier 

pacto o contrato con el objeto de cubrirla, compensarla o transmitirla. De acuerdo con este artículo, 

el Tribunal Supremo define el carácter del recargo como personalísimo de lo que se deriva, por 

ejemplo, la exención de responsabilidad del INSS en relación al recargo y su intransferibilidad por 

la vía de la sucesión de empresa, regulada en el art. 44 ET
26

.  

 

Por último, el art. 123.3 LGSS establece que el recargo es compatible con las demás 

responsabilidades que pudieran proceder a consecuencia de la infracción. Sobre este régimen de 

compatibilidades hay que destacar dos cuestiones que resultan de gran interés por las controversias 

que han generado en los Tribunales. 

 

La primera de ellas es si opera el principio non bis in idem, en concreto en su dimensión material o 

sustantiva, que impide sancionar al mismo sujeto en más de una ocasión por el mismo hecho con el 

mismo fundamento, teniendo como finalidad evitar una reacción punitiva desproporcionada
27

.  La 

competencia para imponer el recargo está atribuida al INSS, que puede incoarlo de oficio – 

normalmente por comunicación de la Inspección de Trabajo previa extensión de acta de infracción – 

o a instancia de parte
28

. Por lo tanto, el recargo se impone mediante un procedimiento 

administrativo. El problema es que, paralelamente a este procedimiento administrativo, puede haber 

un proceso penal, por lo que podría aplicarse el principio non bis in idem. El Tribunal Supremo se 

ha pronunciado al respecto negando la aplicación del principio non bis in idem, fundamentado su 

decisión en la naturaleza del recargo, que no debe considerarse como una sanción al tener una 

naturaleza sui generis
29

. 

 

La segunda cuestión sobre el régimen de compatibilidad del recargo es si al calcular la 

indemnización por daños y perjuicios debe tenerse en cuenta el recargo y, por lo tanto, deducirlo de 

dicha indemnización. Sobre esta cuestión existieron notables diferencias entre la Sala 1ª y la Sala 4ª 

del Tribunal Supremo. Mientras que la Sala de lo Civil defendía la compatibilidad entre la 

                                                           
26

 STS (Sala de lo Social) de 18 de julio de 2011 (RJ 2011\6165). 
27

 FERNÁNDEZ MARTÍNEZ, J.M. (Coord.). (2009). Diccionario jurídico (5ª Ed.). Elcano: Aranzadi (p. 706). 
28

 BLASCO LAHOZ, J.F. y LÓPEZ GANDÍA, J. (2013). Curso de Seguridad Social (5ª Ed.). Valencia: Tirant lo 

Blanch (p. 321).  
29

 Por ejemplo: STS (Sala de lo Social) de 18 de octubre de 2007 (RJ 2008\799).  
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indemnización por daños y perjuicios y el recargo, sin deducciones de ningún tipo, la Sala de lo 

Social argumentaba a favor de una compatibilidad limitada entre las dos figuras. Estas discrepancias 

finalizaron con la STS (Sala de lo Social) de 2 de octubre de 2000 (RJ 2000\9673), cuando dicha 

Sala falló a favor de la acumulación del recargo con la indemnización por daños y perjuicios, 

basándose en la finalidad del recargo que es impulsar coercitivamente de forma indirecta el 

cumplimiento del deber empresarial de seguridad
30

. 

 

Por lo tanto, y a modo de síntesis, podemos afirmar que el recargo del art. 123 LGSS es una figura 

jurídica compleja e híbrida, características que le han causado una serie de problemas que los 

Tribunales han ido resolviendo. Según el Tribunal Supremo, y a la vista de todo lo explicado sobre 

esta figura, el recargo es “una indemnización con función disuasoria o punitiva, institución que se 

diferencia por una parte de la indemnización típica con función resarcitoria y, que se distingue 

también por otra parte de la multa o sanción administrativa de contenido pecuniario, cuyo importe 

ingresa en el Tesoro público y no se destina a la persona perjudicada por el comportamiento de la 

infracción”
31

. A lo anterior añade que “la naturaleza jurídica del recargo es dual o mixta, pues si 

bien desde la perspectiva del empresario infractor se presenta como una responsabilidad 

sancionadora, no es menos cierto que desde la óptica del beneficiario supone una prestación 

adicional o sobreañadida de carácter indemnizatorio”
32

. 

 

1.3.3. Responsabilidad civil 

El art. 127.3 LGSS establece que cuando la prestación haya tenido como origen supuesto de hecho 

que implique responsabilidad criminal o penal de alguna persona, incluido el empresario, el 

trabajador o sus derechohabientes podrán exigir las indemnizaciones procedentes de los presuntos 

responsables criminales o penales. En el mismo sentido, el art. 42.1 de la Ley de Prevención de 

Riesgos Laborales (en adelante LPRL) también hace referencia a la responsabilidad civil por los 

daños y perjuicios que pueden derivarse del incumplimiento de la normativa de prevención de 

riesgos laborales. A la vista de la anterior regulación, existe la posibilidad de reclamar una 

indemnización por daños y perjuicios por parte del trabajador afectado o sus derechohabientes. 

 

Entrando ya a analizar la naturaleza de la responsabilidad civil derivada del accidente de trabajo, 

deben diferenciarse dos supuestos. En primer lugar, la responsabilidad contractual que tiene su 

                                                           
30

 En relación a esta sentencia, véase GÓMEZ, F., LUQUE PARRA, M. y RUIZ GARCÍA, J. A. (2001). STS, 4ª, 

2.10.2000: recargo, indemnización de daños y sanciones administrativas laborales. INDRET. Recuperado 16 de abril 

desde http://www.indret.com/pdf/069_es.pdf 
31

 STS (Sala de lo Social) de 13 de febrero de 2008 (RJ 2008\3474). 
32

 STS (Sala de lo Social) de 8 de julio de 2009 (RJ 2009\6078). 
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fundamento en el artículo 1.101 del Código Civil (en adelante CC) y que requiere la preexistencia 

de una relación contractual. Esta responsabilidad tendrá lugar cuando se incumpla lo especificado 

en el contrato o aquellas obligaciones que se integren en él – como pueden ser los convenios 

colectivos en el ámbito laboral – de acuerdo con el art. 1.258 CC. Aplicando estos preceptos de 

responsabilidad contractual al supuesto de un accidente de trabajo, el responsable civil sería el 

empresario principal ya que el contrato es entre éste y el trabajador. Sin embargo, esta 

responsabilidad contractual podría recaer también en otros empresarios implicados en procesos de 

descentralización productiva o en mandos, directivos, técnicos de prevención, etc. siempre que 

asuman el cumplimiento de obligaciones empresariales
33

. Esta última matización, sin embargo, no 

ha estado exenta de discrepancias en la jurisprudencia.  

 

Por otro lado también puede existir responsabilidad extracontractual, regulada principalmente en el 

art. 1.902 CC, siempre que se den los requisitos que el mismo artículo establece: acción u omisión 

del agente interviniendo culpa o negligencia, causación de un daño y relación de causalidad entre la 

acción u omisión y el daño. A la vista de la responsabilidad contractual explicada anteriormente, la 

responsabilidad extracontractual tiene un carácter residual, pues se requiere que el responsable no 

tenga asignado ningún cumplimiento de obligaciones empresariales.  

 

Un último aspecto relevante acerca de la responsabilidad civil es el Tribunal competente para 

conocer de la acción. Este asunto ha sido objeto de numerosas discrepancias en la jurisprudencia. 

Actualmente y a la vista de las últimas resoluciones, se puede afirmar que es competente la 

jurisdicción social siempre que el daño provenga de la vulneración de las normas reguladoras de la 

relación laboral o de aquellas que establecen los deberes del empresario, de las que cabe destacar la 

normativa de prevención de riesgos laborales. Por lo tanto, la jurisdicción civil tan solo será 

competente cuando el daño no se haya producido por la vulneración de normas  reguladoras del 

contenido de la relación laboral
34

. 

 

 

 

 

 

                                                           
33

 ALFONSO MELLADO, C.L. (2009). Responsabilidad civil por accidente de trabajo: Estado actual de la cuestión. En 

ROMERO RÓDENAS, M. J. (Coord.). Accidente de trabajo y sistema de prestaciones. Albacete: Bomarzo (p. 282). 
34

 VÁZQUEZ-PASTOR JIMÉNEZ, L. (2013). Estructura general de la responsabilidad extracontractual. En 

SERRANO FERNÁNDEZ, M. (Coord.). Tratado jurisprudencial de responsabilidad por daños. Valencia: Tirant lo 

Blanch (p. 171). 
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1.3.4. Responsabilidad penal 

La existencia de un accidente de trabajo también puede conllevar responsabilidades penales. En 

primer lugar hay que destacar la existencia del tipo el art. 316 del Código Penal (en adelante CP). 

En dicho artículo se establecen las penas de prisión de seis meses a tres años y la multa de seis a 

doce meses para los que, infringiendo las normas de prevención de riesgos laborales y estando 

legalmente obligados, no faciliten los medios necesarios para que los trabajadores desempeñen su 

actividad con las medidas de seguridad e higiene adecuadas, poniendo así en peligro grave su vida, 

salud o integridad física. 

 

Del propio texto del art. 316 CP podemos afirmar que se trata de un delito de peligro – aquellos que 

se consuman con la simple posibilidad de que el bien jurídico resulte lesionado – y no de resultado, 

pues la conducta típica es poner en peligro grave la vida, salud o integridad física de los 

trabajadores. Sin embargo, además de este peligro se requiere también un incumplimiento 

normativo, pues el art. 316 CP requiere el incumplimiento de la normativa de prevención de riesgos 

laborales.  

 

Por otro lado, si el trabajador sufre alguna lesión o fallece este hecho puede ser constitutivo de 

delito si la imprudencia es grave (arts. 142 y 152 CP) o de falta de acuerdo con el art. 621 CP.  A la 

vista de esta regulación cabe preguntarse las consecuencias de un concurso entre el delito del art. 

316 CP y la producción de una lesión o de la muerte del trabajador por imprudencia. El Tribunal 

Supremo entiende, a través de reiterada jurisprudencia, que el delito de resultado debe absorber al 

de peligro de acuerdo con el art. 8.3 CP. Por otro lado, en aquellos casos en que la conducta 

imprudente recaiga sobre una pluralidad de sujetos, causando solo lesiones o muerte en alguno/s y 

una situación de riesgo en los demás, debe entenderse que existe un concurso ideal de delitos
35

.  

 

Un último punto importante sobre la responsabilidad penal, y que es de interés para el objeto del 

presente trabajo es la indemnización civil que puede derivarse de los daños por la comisión del 

ilícito penal (art. 109 y ss. CP). Esta indemnización puede  enjuiciarse conjuntamente en el proceso 

penal o de manera separada en un proceso civil, de acuerdo con las normas de los arts. 108 y ss. de 

la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 

 

                                                           
35

 MARTÍN-CASALLO LÓPEZ, J.J., Aspectos penales relativos a prestaciones e indemnizaciones en materia de 

accidentes de trabajo (2009). En AZÓN VILAS, F.V., MARTÍN-CASALLO LÓPEZ, J.J., MARTÍNEZ MOYA, J., 

MARÍN CASTÁN, F. (Coordinadores). Prestaciones e indemnizaciones en materia de accidentes de trabajo: aspectos 

penales, civiles y laborales. Madrid: Consejo General del Poder Judicial (p. 77 y 78). 
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Parte II: El dolo 

 

2.1. Concepto de dolo 

El art. 115.4 b) LGSS establece que los accidentes debidos a dolo del trabajador accidentado no 

tendrán la consideración de accidentes de trabajo. El dolo contenido en este artículo ha sido 

definido de manera muy breve por el Tribunal Supremo como la “realización del acto dañoso con 

ánimo intencional y deliberado”
36

. Además de esta breve definición, el Tribunal Supremo también 

ha establecido algunos criterios para la interpretación de este concepto. Los Tribunales de Justicia sí 

han entrado más a fondo a definir el concepto de dolo del art. 115.4 b) LGSS aunque existen 

diferencias entre ellos que conviene destacar. 

 

La primera definición la encontramos en la STSJ de La Rioja (Sala de lo Social) de 21 de mayo de 

2002 (AS 2002\2354). Los hechos de esta sentencia hacen referencia a una pelea entre el trabajador 

de una empresa y un viandante momentos antes de trabajar, en que después de una discusión verbal 

el trabajador empuja y golpea al viandante, hecho que provoca unas agresiones entre ambos de las 

que el trabajador resulta herido. En este caso el Tribunal hace referencia al concepto de dolo penal, 

argumentando que “al caso es aplicable lo prevenido en el art. 115 LGSS, al establecer que <<… no 

tendrán la consideración de accidente de trabajo las lesiones que sufra el trabajador durante el 

tiempo y en el lugar de trabajo… b) los que sean debidos a dolo o imprudencia temeraria del 

trabajador accidentado, conceptos no definidos en dicho precepto legal, pero que necesariamente 

han de relacionarse conceptos acuñados por el Derecho Penal”.   

 

Otra definición del dolo aparece en la STSJ de Castilla-La Mancha (Sala de lo Social) de 16 de 

marzo de 2006 (AS 2006\1494). Según el Tribunal, el dolo en materia de Seguridad Social sigue su 

misma conceptuación civil, es decir, la intencionalidad en conseguir el resultado, en lograr la 

prestación que hace que el trabajador ponga de su parte los medios necesarios para producir el 

accidente, consciente y voluntariamente. 

 

Profundizando en la definición del dolo civil, también puede definirse como aquella “acción u 

omisión que mediando conciencia y voluntad de producir un resultado antijurídico, impide el 

cumplimiento normal de una obligación. El dolo requiere para su apreciación un elemento 

intelectual y otro volitivo, pero no de la específica intención de perjudicar al acreedor”
37

. Por lo 

                                                           
36

 STS (Sala de lo Social) de 13 de marzo de 2008 (RJ 2008\3040). 
37

 FERNÁNDEZ MARTÍNEZ, J.M. (2009). Diccionario jurídico (5ª Ed.). Elcano: Aranzadi (p. 353 y 354). 
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tanto, los elementos relevantes para apreciar la existencia del dolo civil son el intelectual, que hace 

referencia a la consciencia y el volitivo, que hace referencia a la voluntad. En consecuencia, la 

intención de causar un perjuicio al acreedor es irrelevante a efectos de determinar la existencia de 

dolo.  

 

Por lo tanto, sobre el concepto de dolo en el ámbito de la LGSS encontramos una pequeña 

definición del Tribunal Supremo y varias definiciones más desarrolladas de los Tribunales 

Superiores de Justicia, aunque con algunas diferencias entre ellos. Ante esta situación merece la 

pena profundizar sobre lo que debemos entender por el dolo del art. 115.4 b) LGSS. 

 

Según EMILIO PALOMO
38

, la expresión de dolo en la normativa de Seguridad Social se emplea en 

el sentido de acto de voluntad dirigido a la producción de un resultado, empleando los medios 

susceptibles para ocasionarlo. Este dolo puede dividirse en diversas categorías, a saber: 

- Dolo directo de primer grado: Las consecuencias de la acción son conocidas por el agente y 

buscadas y queridas por él como efecto exclusivo o principal de su conducta. 

- Dolo directo de segundo grado: Las consecuencias de la acción no son queridas por el autor 

pero se le presentan como un efecto inevitable. 

- Dolo eventual: Las consecuencias de la acción son altamente probables, dada la 

potencialidad del comportamiento del agente en orden al advenimiento del resultado dañoso, 

asumiéndose para el caso en que sobrevengan.  

 

El autor concluye su exposición resaltando que el uso de las anteriores categorías, elaboradas por la 

jurisprudencia y la doctrina penal, no conlleva a que el dolo tenga el mismo significado en ambos 

supuestos. Por lo tanto, no todo supuesto de dolo penal comporta el dolo del accidentado en 

términos de Seguridad Social ni la inexistencia de dolo penal excluye la relación de causalidad entre 

la intencionalidad del accidentado y el resultado producido. Por lo tanto, y como conclusión, basta 

con que el trabajador cause voluntariamente el accidente – con independencia de que su proceder 

sea o no constitutivo de un ilícito penal – para que opere la excepción del art. 115.4 b) LGSS. 

 

Una vez analizada la jurisprudencia y la doctrina sobre el dolo en materia de Seguridad Social  me 

gustaría exponer mi opinión acerca de su significado. Para un correcto análisis de este concepto 

entiendo que hay que distinguir dos casos: cuando no existe un ilícito penal y cuando sí existe.  

                                                           
38

 PALOMO BALDA, E. (2009). El dolo y la imprudencia temeraria como circunstancias excluyentes del concepto de 

accidente de trabajo. En ROMERO RODENAS, M. J. (Coord.). Accidente de trabajo y sistema de prestaciones. 

Albacete: Bomarzo (p. 125 a 128). 
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En caso de no existir un ilícito penal no puede aplicarse el concepto de dolo penal ya que según el 

Tribunal Supremo “aunque pueden servir de norma para la interpretación, la configuración de los 

conceptos de dolo e imprudencia en el Código Penal – de carácter más rígido, severo e inflexibles, y 

que por su propia naturaleza rechazan la aplicación de la analogía – los mismos no son enteramente 

extrapolables al ámbito configurador del accidente de trabajo”
39

. En cuanto al uso del dolo penal 

como criterio interpretativo, el Tribunal Supremo apunta que “aunque el enjuiciamiento de las 

conductas dolosas no debe acometerse con criterios de la ciencia penal, conviene apuntar como 

criterio interpretativo que la jurisprudencia de la Sala Segunda de este Tribunal ha oscilado entre la 

teoría de consentimiento y de la probabilidad; conforme la primera de estas conductas se ha 

calificado de dolosa la conducta desplegada por el sujeto que conoce el peligro propio de una acción 

que supera el límite del riesgo permitido […]; la segunda teoría parte de la representación como 

probable la realización de un hecho con el resultado de un peligro concreto al que se somete el 

sujeto”
40

. 

 

Por lo tanto, en casos en que no hay un ilícito penal hay que estar al concepto civil del dolo. Esta 

conclusión se alcanza con la escueta definición que da el Tribunal Supremo del dolo en la LGSS 

que lo define como la realización del acto dañoso con ánimo intencional y deliberado. Esta 

definición contiene los dos elementos que integran el dolo civil, el intelectual y el volitivo. A lo 

anterior hay que sumar que el Tribunal Supremo niega la analogía entre el dolo penal y el 

establecido en el art. 115.4 b) LGSS.  

 

En estos supuestos en que hay que estar al concepto de dolo civil al no existir ilícito penal podemos 

usar, a efectos interpretativos y según el Tribunal Supremo, la distinción entre dolo directo de 

primer grado, dolo directo de segundo grado y dolo eventual. Sin embargo, no creo que estos 

criterios interpretativos sean de especial relevancia en el ámbito social por dos grandes motivos. El 

primero de ellos es que en todo caso estaremos ante un supuesto de dolo, por lo que las 

consecuencias jurídicas serán las mismas. En segundo lugar, estas categorías de dolo son propias 

del derecho penal sin que existan en el dolo civil, que es el aplicable en estos casos. Por lo tanto, 

aplicarlos en estos supuestos puede generar una serie de problemas difíciles de solventar. Para 

entender los problemas de aplicar las categorías del dolo penal a la conceptualización civil del dolo 

se debe tener en cuenta una visión global del art. 115.4 b) LGSS, de acuerdo con el significado que 

la jurisprudencia social ha atribuido al dolo y a la imprudencia temeraria de este artículo.  
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 STS (Sala de lo Social) de 13 de marzo de 2008 (RJ 2008\3040). 
40

 STS (Sala de lo Social) de 18 de septiembre de 2007 (RJ 2007\8446). 
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Uno de estos problemas es que si según el Tribunal Supremo el dolo del art. 115.4 b) LGSS 

requiere ánimo intencional y deliberado y en el dolo directo de segundo grado las consecuencias del 

agente no son queridas por el mismo pero se le presentan como efecto inevitable, no es posible que 

exista dolo directo de segundo grado en materia de Seguridad Social. De ser así faltaría la 

intencionalidad del agente, elemento que integra el dolo del art. 115.4 b) LGSS según el Tribunal 

Supremo y que no existe en el dolo directo de segundo grado, pues el agente no tiene la intención de 

causar el acto dañoso sino que éste es una consecuencia necesaria de su acción.  

 

Otro problema es que la jurisprudencia establece un concepto de imprudencia temeraria diferente al 

del Derecho Penal
41

, de tal manera que la imprudencia temeraria en materia de Seguridad Social 

“presupone una conducta en la que su autor asume riesgos manifiestos, innecesarios y 

especialmente graves ajenos al usual comportamiento de las personas”. En otras palabras, puede 

definirse como “aquella conducta del trabajador en que excediéndose del comportamiento normal 

de una persona, se corra un riesgo innecesario que ponga en peligro la vida o los bienes, 

conscientemente”
42

. Este concepto propio del Derecho de la Seguridad Social de imprudencia 

temeraria establecido por el Tribunal Supremo hace que el dolo eventual creado por la 

jurisprudencia penal sea difícilmente apreciable en el dolo en materia de Seguridad Social, pues la 

probabilidad y la asunción del resultado dada la potencialidad de la acción del agente están 

comprendidos dentro de la imprudencia temeraria y no en el dolo.  

 

A pesar de todo lo anterior, cabe destacar que este debate tiene una relevancia más teórica que 

práctica, pues la LGSS establece la misma consecuencia en caso de dolo que en caso de 

imprudencia temeraria y que es la no laboralidad del accidente. 

 

En caso de existir un ilícito penal por dolo del trabajador, en términos de derecho penal, la solución 

sería diferente. En estos supuestos, la existencia de dolo en su concepto penal ya conlleva a que el 

accidente sea calificado como no laboral por lo dispuesto en el art. 115.4 b) LGSS. Esto es lo que 

sucede en la STSJ de La Rioja (Sala de lo Social) de 21 de mayo de 2002 (AS 2002\2354). Las 

heridas del trabajador provienen de una pelea por la que el mismo ha sido condenado a una falta de 

lesiones y a una falta de daños, ambas por dolo del trabajador. Por lo tanto, en este caso el Tribunal 

Superior entiende que hay una relación necesaria entre el dolo penal y el contenido en normativa de 

Seguridad Social, ya que el accidente sufrido por el trabajador proviene de una acción dolosa en 

términos del derecho penal. En consecuencia, y por argumentación de la sentencia anterior, en 

                                                           
41

 STS (Sala de lo Social) de 13 de marzo de 2008 (RJ 2008\3040). 
42

 STS (Sala de lo Social) de 18 de septiembre de 2007 (RJ 2007\8446). 



20 
 

supuestos en que existe un ilícito penal doloso éste ya es motivo suficiente para romper el nexo de 

causalidad por lo dispuesto en el art. 115.4 b) LGSS.  

 

2.2. El dolo en la jurisprudencia 

 

2.2.1. Consideraciones generales 

Exceptuando el supuesto del suicidio – que se trata con más detalle en el apartado siguiente – 

existen muy pocas resoluciones judiciales que aprecien la existencia de dolo en los términos del art. 

115.4 b) LGSS. Por lo tanto, los casos más numerosos y relevantes hacen referencia al suicidio del 

trabajador mientras que casi no hay sentencias que aprecien la existencia de dolo en otros supuestos.  

Si bien es cierto que la jurisprudencia ha definido – aunque tampoco de manera muy extensa – el 

concepto de dolo de la normativa de Seguridad Social, se puede afirmar que la finalidad ha sido más 

teórica que práctica. En la mayoría de sentencias se define el dolo junto con la imprudencia y se 

acaba declarando la existencia de imprudencia, ya sea temeraria o profesional
43

. 

 

Entrando ya a analizar la jurisprudencia existente, el Tribunal Supremo ha examinado la existencia 

de dolo en alguna ocasión aunque nunca la ha apreciado. En algunas ocasiones el Tribunal Supremo 

define el dolo sin llegar a analizar a fondo si existe en el caso concreto por no poder imputarse al 

accidentado la intención o el ánimo deliberado de causarse lesiones
44

, mientras que en otra ocasión 

lo descarta porque la cuestión litigiosa se centra exclusivamente en averiguar si el accidente se ha 

producido en grado temerario o en otras formas más atenuadas de responsabilidad
45

.  

 

La situación es parecida si analizamos las resoluciones de los Tribunales Superiores de Justicia. 

Cuando en las diversas sentencias se define el dolo, posteriormente el Tribunal evalúa si la conducta 

del trabajador tiene el carácter de temeraria al ser ésta la cuestión litigiosa
46

. Sin embargo, a 

diferencia de lo que sucede con las sentencias del Tribunal Supremo sí encontramos una sentencia 

en que el Tribunal aprecia la existencia de dolo en los términos del art. 115.4 b) LGSS: la STSJ de 

La Rioja (Sala de lo Social) de 21 de mayo de 2002 (AS 2002\2354). 
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 Algunos ejemplos son las sentencias utilizadas para definir el dolo en el apartado anterior: STS (Sala de lo Social) de 

18 de septiembre de 2007 (RJ 2007\8446) y STS (Sala de lo Social) de 13 de marzo de 2008 (RJ 2008\3040). 
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 STS (Sala de lo social) de 22 de enero de 2008 (RJ 2008\2076) y STS (Sala de lo Social) de 18 de septiembre de 2007 

(RJ 2007\8446), entre otras. 
45

 STS de 13 de marzo de 2008 (RJ 2008\3040). 
46

 STSJ de Galicia (Sala de lo Social) de 5 de octubre de 2012 (AS 2012\15) y STSJ de Aragón (Sala de lo Social) de 27 

de diciembre de 2010 (AS 2011\171), entre otras. 



2.2.2. La sentencia del Tribunal Superior de Justicia de La Rioja (Sala de lo Social) de 21 de 

mayo de 2002 

La STSJ de La Rioja (Sala de lo Social) de 21 de mayo de 2002 es la única sentencia que aprecia la 

existencia de dolo en los términos del art. 115.4 b) LGSS. En esta sentencia existe un ilícito penal, 

hecho que es de gran relevancia a efectos de determinar la existencia del dolo de acuerdo con lo 

explicado anteriormente. 

Los hechos probados de la sentencia hacen referencia a Antonio T. C., trabajador de la ETT 

Consequor S.A. que prestaba sus servicios a la empresa Organización de Congresos y Exposiciones, 

S.L. a través de un contrato de puesta a disposición. El día 7 de marzo de 2000, cuando el trabajador 

se encontraba en la puerta de su centro de trabajo a las 9 de la mañana, pasó un viandante llamado 

Ángel A. F. que mantuvo la mirada con Antonio. Ángel le dijo a Antonio “qué coño miras”, hecho 

que provocó una discusión verbal entre ambos. En el transcurso de dicha discusión Ángel fue 

acercándose a Antonio y cuando estuvieron cerca Antonio le propinó a Ángel un empujón y un 

puñetazo en el ojo que le partió la ceja e hizo que Ángel cayera al suelo. Una vez en el suelo, 

Antonio siguió con su agresión dando dos patadas en la cabeza de Ángel. Posteriormente, una vez 

que Ángel se levantó, sacó una navaja y después de un forcejeo logró clavarle la navaja a Antonio 

en el antebrazo izquierdo y posteriormente también le golpeo con un paraguas que llevaba. A 

consecuencia de tales hechos Antonio requirió una intervención quirúrgica por sección traumática 

del extensor común y del propio meñique.  

La sentencia del TSJ de La Rioja resuelve un recurso de suplicación interpuesto contra la sentencia 

núm. 364 del Juzgado de lo Social núm. uno de La Rioja, que estimó la demanda interpuesta por la 

Mutua de Accidentes de Zaragoza declarando que el proceso de incapacidad temporal de Antonio 

no derivaba de accidente de trabajo. Los motivos alegados en el recurso de suplicación por la 

representación letrada de Antonio son dos. En primer lugar se denuncia la infracción de los arts. 

617.1 y 625.1 CP en relación con el art. 115.4 b) LGSS, al apreciarse la existencia de dolo en la 

sentencia recurrida. En segundo lugar, se denuncia la infracción por inaplicación de los arts. 115.1, 

115.2 a) y 115.3 LGSS, artículos que regulan la existencia del accidente de trabajo.  

Según el Tribunal la apreciación del Juzgado de lo Social es correcta, pues en este caso es de 

aplicación el art. 115.4 b) LGSS debido a la existencia de dolo que rompe el nexo de causalidad 

entre trabajo y lesión. Posteriormente el Tribunal desarrolla esta conclusión afirmando que los 

conceptos de dolo e imprudencia de la normativa de Seguridad Social necesariamente han de 

relacionarse con los conceptos acuñados en el Derecho Penal. En este caso existe dolo del 

21 
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trabajador, al menos a título de dolo eventual, pues el acometimiento físico llevado a cabo por 

Antonio fue protagonizado, consentido y aceptado por el mismo. A ello hay que sumarle que no 

existe ninguna causa que excluya o atenúe su responsabilidad de acuerdo con los arts. 20 y 21 CP, 

por lo que se puede afirmar de manera rotunda que Antonio actuó dolosamente. Por este motivo los 

daños sufridos por la pelea no pueden considerarse accidente de trabajo, en aplicación del art. 115.4 

b) LGSS, por lo que el Tribunal desestima los dos motivos del recurso. 

 

Esta sentencia analiza un caso en que existe un ilícito penal, en concreto unas faltas de lesiones y 

daños. Por este motivo, y de acuerdo con lo explicado acerca del concepto de dolo, el Tribunal 

relaciona necesariamente el dolo penal con el dolo de la normativa de Seguridad Social, de tal 

manera que la existencia del primero rompe el nexo de causalidad de acuerdo con el art. 115.4 b). 

 

2.3. Un caso concreto: El suicidio del trabajador 

 

2.3.1. Consideraciones generales 

El suicidio puede definirse como la acción voluntaria de quitarse la vida. Los intentos de suicidio 

son más frecuentes en las mujeres jóvenes aunque los suicidios exitosos son más comunes entre los 

hombres mayores. Como factores de riesgo del suicidio se encuentra, entre otros como padecer una 

enfermedad mortal o vivir solo, el empleo
47

. Diversos autores consideran que aunque al menos la 

mitad de los suicidios estudiados pueden ser atribuidos a una psicopatología depresiva, el suicidio 

es un tipo especial de conducta que resulta de la acción coordinada de múltiples factores y que 

pueden sustanciarse en cuatro momentos: la idea vaga de suicidio, la amenaza suicida, la tentativa 

de suicidio y la consumación del acto suicida
48

.  

 

La jurisprudencia ha analizado en diversas ocasiones si el suicidio de un trabajador puede 

considerarse accidente de trabajo. En algunas ocasiones se ha analizado exclusivamente conforme a 

la relación de causalidad entre el trabajo y la lesión
49

, sin hacer referencia al dolo, mientras que en 

otras se ha analizado haciendo referencia al dolo del art. 115.4 b) LGSS
50

. Sin embargo, ambas 
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 DONALD VENES (Director). (2008). Diccionario enciclopédico TABER de ciencias de la salud. Madrid: Difusión 
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posturas tienen la misma finalidad: analizar si existe una ruptura o no del nexo causal entre el 

trabajado y la muerte autoinferida. Tal y como afirma el Tribunal Supremo, si existe el dolo 

regulado en el art. 115.4 b) LGSS se rompe el nexo de causalidad entre trabajo y lesión
51

. Por lo 

tanto, ambas posturas analizan la ruptura del elemento causal del accidente de trabajo, bien 

directamente o bien como consecuencia de lo dispuesto en el art. 115.4 b) LGSS. En todo caso, los 

supuestos de suicidio son de especial relevancia en relación al art. 115.4 b) LGSS, pues se trata de 

una muerte autoinflingida que encaja en el concepto de dolo. 

 

Una de las primeras sentencias que se planteó si un suicidio debe calificarse como accidente de 

trabajo es la STS (Sala de lo Social) de 31 de marzo de 1952, en que se niega la calificación de 

accidente de trabajo a pesar de la inmediación entre el suicidio del trabajador y una acusación 

contra el mismo por robar material de trabajo. Las sentencias posteriores, como por ejemplo la STS 

(Sala de lo Social) de 29 de marzo de 1962 y la STS (Sala de lo Social) de 19 de febrero de 1963, 

siguen negando la calificación de suicidios como accidentes de trabajo pero argumentándolo 

mediante la inexistencia de una relación de causalidad. El enjuiciamiento de estos casos a través de 

la relación de causalidad que establece el Tribunal Supremo en las sentencias de los años sesenta 

conlleva a que en el año 1970, en la STS (Sala de lo Social) de 29 de octubre de 1970, se estime por 

primera vez la calificación de un suicidio como accidente de trabajo. A partir de este primer 

precedente, el suicidio ha sido calificado en numerosas ocasiones como accidente de trabajo bajo el 

argumento de la relación de causalidad. Otras de estas primeras sentencias que analizaron la 

calificación de un suicidio como accidente de trabajo se centraron en otros argumentos no exentos 

de problemática. Tal es el caso de la STS de 15 de diciembre de 1972, que se centró en el 

argumento de la presunción de laboralidad de las lesiones sufridas en el lugar y tiempo de trabajo. 

El Tribunal llegó a la conclusión de que la privación voluntaria de la vida es prueba en contrario 

que evita el despliegue de efectos de la presunción legal. 

 

Después de estas primeras sentencias, los Tribunales han ido construyendo jurisprudencialmente los 

requisitos y reglas para que el suicidio sea considerado accidente de trabajo. A estos efectos es de 

especial relevancia la STS de 25 de septiembre de 2007 (RJ 2007\8316) que resuelve un recurso de 

casación para la unificación de doctrina y que se centra en algunas cuestiones controvertidas, siendo 

“una sentencia de inequívoco criterio didáctico y cuyas notas referenciales deben ser tenidas en 

consideración al valorar los diferentes supuestos de suicidio que pudieran resultar enjuiciables”
52

. 
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2.3.2. El suicidio en la jurisprudencia 

El elemento central y determinante para calificar un suicidio como accidente de trabajo es que 

exista una relación de causalidad entre el trabajo y el suicidio, es decir, “cuando queda probado que 

la situación emocional determinante de esta decisión se encuentra directamente relacionada con las 

condiciones laborales del trabajador que adopta tan drástica medida fruto de la angustia y tensión 

que su vida laboral le produce”
53

. Por lo tanto, al ser la relación de causalidad el aspecto 

determinante para calificar un suicidio como accidente de trabajo, hay que analizar caso a caso si 

existe dicha relación o no. Por otro lado, esta relación de causalidad exigida ha generado una serie 

de dudas y problemas que la jurisprudencia ha ido desarrollando.  

 

Uno de los primeros problemas que surgen al analizar el suicidio es si debe ser calificado como 

accidente o como enfermedad. Según el Tribunal Supremo, el accidente se caracteriza, frente a la 

enfermedad, en que el accidente se produce por una acción súbita, violenta y externa, mientras que 

la enfermedad supone un deterioro psico – físico desarrollado de forma paulatina, que no obedece a 

una acción súbita y violenta
54

. Los Tribunales han mantenido diversas posturas acerca de esta 

cuestión: mientras que la tendencia mayoritaria es considerar el suicidio como un accidente
55

 – ya 

sea de trabajo o no – en algunas sentencias se considera el suicidio como una enfermedad
56

, 

considerándolos accidente de trabajo por la vía del art. 115.2 e) LGSS al no estar regulado como 

enfermedad profesional. Ante esta disparidad de opiniones comparto la opinión de EMILIO 

PALOMO
57

 de que el suicidio debe considerarse como accidente al reunir las notas características 

del mismo.   

 

Otro de los problemas en relación a la calificación del suicidio como accidente de trabajo es que la 

voluntariedad en la decisión de quitarse la vida ha de ser probada por quien la alega
58

. Por lo tanto, 

si la existencia del suicidio es un hecho controvertido es la parte que lo afirma quien tiene la carga 

de la prueba. De acuerdo con lo anterior, no resulta evidente el suicidio de un guarda jurado que es 

encontrado con un tiro en la sien sea un suicidio, al no poder descartarse un accidente por la 

manipulación imprudente del arma
59

. Tampoco puede afirmarse la existencia de un suicidio – 

aunque sí de un accidente de trabajo a través de la presunción del art. 115.3 LGSS – en un 

                                                           
53

 STSJ de Cataluña (Sala de lo Social) de 3 de octubre de 2002 (AS 2002\3180). 
54

 STS (Sala de lo Social) de 10 de junio de 2009 (RJ 2009\4555). 
55

 Por ejemplo: STSJ de Castilla y León, Valladolid (Sala de lo Social) de 16 de febrero de 2004 (AS 2004\676).  
56

 Por ejemplo: STSJ de Andalucía, Sevilla (Sala de lo Social) de 30 de marzo de 2000 (AS 2000\3313). 
57

 PALOMO BALDA, E. (2009). El dolo y la imprudencia temeraria como circunstancias excluyentes del concepto de 

accidente de trabajo. En ROMERO RODENAS, M. J. (Coord.). Accidente de trabajo y sistema de prestaciones. 

Albacete: Bomarzo (p. 130). 
58

 STSJ de Cataluña (Sala de lo Social) de 18 de mayo de 2007 (AS 2007\2365). 
59

 STSJ de Cantabria (Sala de lo Social) de 16 de junio de 1993 (AS 1993\547). 



25 
 

trabajador encontrado maniatado y ahogado en una estación de bombeo de aguas, pues podría 

tratarse de un mecanismo de disimulación homicida y la causa de la muerte no se aclaró en el 

proceso penal
60

.  

 

Una vez resulta evidente que estamos ante un suicidio se requiere, para que se considere accidente 

de trabajo, que exista una relación de causalidad entre el trabajo y el suicidio. La jurisprudencia 

suele ser bastante restrictiva a la hora de establecer esta relación causal entre trabajo y suicidio
61

, de 

tal manera que aún cuando existan motivos laborales que conllevan al suicidio hay que realizar una 

serie de matizaciones. Por ejemplo, se han tratado dos aspectos de los motivos laborales que 

conllevan al suicidio: su justificación y su desvirtuación por el trabajador. En primer lugar, es 

indiferente que los temores relacionados con el trabajo que llevan a la persona a suicidarse estén 

justificados
62

. El motivo es que la exigencia de que los temores estén justificados no se plasma en la 

doctrina aplicable, en concreto en la importante STS de 25 de septiembre de 2007. Por otro lado, 

exigir que los temores estén justificados podría conllevar a que se considerase siempre que la 

drástica decisión de suicidarse no está justificada.  

 

La segunda matización sobre los motivos laborales que llevan al suicidio es que no tiene la 

calificación de accidente de trabajo aquél producido por causas laborales que han sido desvirtuadas 

por las características de personalidad del fallecido
63

. Por lo tanto, si la causa última del suicidio es 

el estrés laboral pero la respuesta del suicidio es desproporcionada, atendiendo a las características 

de personalidad del trabajador, éste no será clasificado como accidente de trabajo. Este es el caso de 

un trabajador que padece un proceso depresivo ansioso de larga evolución, relacionado con sus 

características de personalidad que le hacían vivir con angustia su responsabilidad familiar y 

profesional. A pesar de que el estrés laboral es la causa última del suicidio, no puede apreciarse la 

existencia de accidente de trabajo ya que la tensión emocional derivaba realmente de la forma de 

vivirlo del causante, de tal manera que en condiciones normales no se produce tal respuesta a una 

sanción laboral. 

 

Una vez explicadas las dos cuestiones controvertidas sobre los motivos laborales del suicidio hay 

que delimitarlos debidamente, pues entre ellos hay zonas grises. En efecto, si es indiferente la 

justificación de los temores que derivan en suicidio pero no lo son las causas desvirtuadas por las 

características del fallecido, pueden existir casos en que no se pueda determinar claramente el 
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62

 STSJ de Cataluña (Sala de lo Social) de 3 de octubre de 2002 (AS 2002\3180). 
63

 STSJ de Cataluña (Sala de lo Social) de 3 de noviembre de 2000 (AS 2001\208). 



26 
 

supuesto en que estamos. Para solucionar estos casos habrá que estar a las circunstancias propias de 

cada caso, sin que se pueda establecer una solución general. Sí se puede afirmar, sin embargo, que 

la justificación de los temores hace referencia a la realidad o no de las cuestiones que preocupan al 

trabajador, como por ejemplo la posibilidad de ser despedido. La segunda cuestión, relativa a causas 

desvirtuadas por el trabajador, no hace referencia a la realidad o no de sus temores sino a la manera 

que tiene de afrontarlos, comparando la reacción del trabajador con una reacción en condiciones 

normales. 

 

Otro problema que surge al analizar la existencia de la relación de causalidad es cuando existen 

diversas causas que llevan al trabajador a suicidarse, no solo el trabajo. Lo realmente relevante para 

calificar el suicidio como accidente es que los factores laborales hayan sido su exclusiva causa, de 

tal manera que la situación emocional determinante de esta decisión se encuentre directamente 

relacionada con las condiciones laborales del trabajador
64

. Por lo tanto, esta cuestión debe 

analizarse caso a caso, ponderando las causas si existen varias, aunque el trabajo debe ser 

determinante. Sin embargo, si se acreditan circunstancias laborales que han influido en el suicidio y 

se alegan circunstancias personales para romper la causalidad, estas últimas deben objetivarse sin 

que valgan meras especulaciones
65

. Para determinar que el trabajo ha sido una causa determinante 

en el suicidio son muy importantes los medios de prueba usados. Los más relevantes son la posible 

nota que puede dejar el suicida
66

 y los informes médicos
67

. 

 

Uno de los temas más controvertidos al analizar casos de suicidio es si opera la presunción del art. 

115.3 LGSS. Sobre este aspecto existen opiniones contrapuestas. En primer lugar, algunos 

Tribunales aplican la presunción de laboralidad si el suicidio acontece en el lugar y en el tiempo de 

trabajo
68

. Sin embargo, otras resoluciones no aplican la presunción bien argumentando que en estos 

casos corresponde al beneficiario acreditar la exclusión de la voluntariedad y la conexión entre el 

suicidio y la prestación de trabajo
69

 o bien argumentando que al derivarse el suicidio de un acto 

voluntario no puede presumirse la existencia de accidente de trabajo
70

. La STS de 25 de septiembre 

de 2007 analizó esta cuestión aunque sin una conclusión clara. Según el Tribunal Supremo “si bien 

es cierto que la presunción de laboralidad del actual art. 115.3 LGSS puede ser enervada por el 

carácter voluntario que tiene normalmente el acto de quitarse la vida, no es menos verdad que el 
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suicidio se produce a veces por una situación de estrés o de trastorno mental que puede derivar tanto 

de factores relacionados con el trabajo como de factores extraños al mismo”. El Tribunal prosigue 

afirmando que “el análisis de la contradicción de sentencias en casos de suicidio, y en particular en 

casos de suicidio en el lugar de trabajo, debe ponderar estas circunstancias”.  

 

Por todo lo anterior, a pesar de que el Tribunal Supremo no deja bien clara su postura, parece que se 

decanta por un análisis exhaustivo de los motivos del suicidio cuando este tiene lugar en el lugar y 

en tiempo de trabajo. En mi opinión, en estos casos debería aplicarse la presunción del art. 115.3 

LGSS por dos motivos. El primer motivo es que, de no ser así, se iría en contra del tenor literal del 

precepto. En segundo lugar, dada la restrictividad de los Tribunales para apreciar la relación de 

causalidad – el trabajo debe ser determinante – no supondría dificultad romper la presunción del art. 

115.3 LGSS, que recordemos que es una presunción iuris tantum que admite prueba en contra. 

 

Por último me gustaría hacer un apunte sobre las consecuencias del suicidio en las compensaciones 

derivadas de accidente. Las prestaciones de Seguridad Social no presentan ningún tipo de duda, 

pues tanto si el suicidio se califica como accidente de trabajo o como no laboral los beneficiarios 

tendrán la protección del sistema, aunque en diferente medida. En cuanto al recargo por 

prestaciones en casos de suicidio, éste se debe imponer cuando la empresa vulnere normas 

genéricas de seguridad general o especial y exista una relación de causalidad entre la infracción y el 

resultado dañoso
71

. Por ejemplo, en caso de suicidio provocado por humillaciones y 

descalificaciones por parte de un superior, se impone el recargo al acreditarse que la empresa no 

cumplió con el art. 48 de la Ley Orgánica para la igualdad efectiva de mujeres y hombres 

(LOIEMH), artículo que obliga a la empresa a adoptar medidas preventivas
72

. Por otro lado, el 

hecho de que el suicidio sea calificado como accidente de trabajo no conlleva a que exista una 

indemnización por daños y perjuicios. Para poder optar a esta indemnización se requiere que se 

cumpla con lo establecido con los artículos del Código Civil, independientemente de que el 

accidente se califique como de trabajo
73

. 
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Parte III: La imprudencia temeraria 

 

3.1. Introducción 

Según el art. 115.4 b) LGSS, no tienen la consideración de accidentes de trabajo aquellos debidos a 

imprudencia temeraria del trabajador. Por otro lado, el art. 115.5 a) LGSS  establece que no impide 

la calificación de un accidente como de trabajo la imprudencia profesional. Por lo tanto, la 

normativa de Seguridad Social distingue dos tipos de imprudencias: por un lado la imprudencia 

temeraria, que rompe el elemento de causalidad del accidente de trabajo y, por otro lado, la 

imprudencia profesional, que no impide que un accidente sea calificado como de trabajo. La LGSS 

no define la imprudencia temeraria y da una escueta definición de la imprudencia profesional como 

“aquella que es consecuencia del ejercicio habitual de un trabajo y se deriva de la confianza que 

éste inspira”.  

 

Delimitar el alcance de ambas imprudencias es muy importante, pues de ello dependerá que un 

accidente pueda ser calificado como de trabajo o no. El hecho de que la LGSS no defina ni 

diferencie de forma clara la imprudencia temeraria de la profesional conlleva a que ambos 

conceptos deban conceptualizarse con la doctrina y jurisprudencia existente.   

 

3.2. Concepto de imprudencia temeraria 

Para definir la imprudencia temeraria es de gran relevancia la STS (Sala de lo Social) de 18 de 

septiembre de 2007 (RJ 2007\8446) ya que analiza detenidamente este concepto y es posteriormente 

citada por numerosas sentencias que analizan la existencia de la imprudencia temeraria. Esta 

sentencia define de tres maneras distintas la imprudencia temeraria – dos definiciones propias y una 

remisión a la definición hecha por la misma Sala el 16 de julio de 1985 – y establece un criterio 

interpretativo. Las definiciones del Tribunal son las siguientes: 

- Conducta en la que su autor asume riesgos manifiestos, innecesarios y especialmente graves 

ajenos al usual comportamiento de las personas. 

- Patente y claro desprecio del riesgo y de la prudencia más elemental exigible. 

- Aquella conducta del trabajador en que excediéndose del comportamiento normal de una 

persona, se corra un riesgo innecesario que ponga en peligro la vida o los bienes, 

conscientemente (definición de la Sala de lo Social del Tribunal Supremo de 16 de julio de 

1985). 
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Junto con estas definiciones, el Tribunal Supremo aclara que la imprudencia en la normativa de 

Seguridad Social es diferente al concepto acuñado por el Derecho Penal. Sin embargo, puede 

utilizarse como criterio interpretativo la teoría del consentimiento y de la probabilidad para 

diferenciar entre dolo e imprudencia, teorías de la jurisprudencia de la Sala Segunda del Tribunal 

Supremo. Por lo tanto, el concepto de imprudencia no es el mismo en el Derecho Social que en el 

Derecho Penal, aunque la jurisprudencia de éste último puede utilizarse como criterio interpretativo 

para el primero. Sobre esta cuestión me remito a mi opinión expresada en el capítulo sobre el 

concepto del dolo. 

 

A modo de resumen, podemos observar como la definición de imprudencia temeraria del Tribunal 

Supremo es de apreciación compleja y restringida, de tal manera que debe quedar reducida a 

aquellas situaciones cuya conducta del asalariado pueda calificarse de grave e inexcusable
74

. En 

consecuencia, y como el Tribunal Supremo no define unas reglas exactas capaces de determinar su 

existencia,  debe estudiarse caso a caso
75

.  

 

Si analizamos las sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia encontramos otras definiciones 

de imprudencia temeraria. Por ejemplo, la imprudencia temeraria es “aquella que se comete por 

falta de conocimientos suficientes en orden al cuidado y a la observación de las consecuencias del 

riesgo, que origina la actuación impropia o inadecuada que da origen al propio accidente”
76

. Otros 

Tribunales Superiores de Justicia definen la imprudencia temeraria “como una grave infracción del 

deber de cuidado bastante para provocar un riesgo evitado, adoptando una conducta caprichosa, 

consciente y frívola, despreciando con tal comportamiento la más mínima previsión o prudencia”
77

.  

 

Por último, la doctrina define la imprudencia temeraria en el mismo sentido que los Tribunales pero 

con otras palabras, por lo que dichas definiciones pueden ser de ayuda para delimitar el concepto. 

Así, la imprudencia temeraria puede definirse como “aquella que excede a la mera imprudencia 

grave o infracción de reglamentos, comportando tal entidad que revela, de modo notorio, la 

ausencia de la más elemental precaución, sometiéndose el trabajador, de forma consciente, a un 

peligro concreto”
78

.  

                                                           
74

 Así lo afirma el TS en la STS (Sala de lo Social) de 18 de septiembre de 2007 (RJ 2007\8446) y otras muchas 

resoluciones de los Tribunales Superiores de Justicia, como en la STSJ de Extremadura (Sala de lo Social) de 17 de 

octubre de 2013 (AS 2013\2927). 
75

 STS (Sala de lo Social) de 31 de marzo de 1999 (RJ 1999\3780). 
76

 STSJ de Castilla – La Mancha (Sala de lo Social) de 16 de marzo de 2006 (AS 2006\1494). 
77

 STSJ de Extremadura (Sala de lo Social) de 17 de octubre de 2013 (AS 2013\2927). 
78

  FERNÁNDEZ MARTÍNEZ, J.M. (2009). Diccionario jurídico (5ª Ed.). Elcano: Aranzadi (p. 459). 



30 
 

Por otro lado, EMILIO PALOMO
79

 argumenta que la imprudencia temeraria es un concepto 

jurídico indeterminado que en el ámbito de la protección social tiene un significado propio, por lo 

que para precisarlo y determinarlo hay que relacionarlo, por regla general, con la imprudencia 

profesional del art. 115.5 a) LGSS. Bajo esta visión conjunta, la imprudencia excluyente de la 

laboralidad del accidente es únicamente la más grave, en coherencia con el fundamento legal de la 

exclusión y con las exigencias derivadas del principio de proporcionalidad.  

 

A modo de conclusión, el análisis de la existencia de la imprudencia temeraria debe hacerse caso 

por caso, observando si la situación concreta encaja en las definiciones creadas por la jurisprudencia 

y observándola, en todo caso, de manera restrictiva. 

 

3.2.1. Concepto de imprudencia profesional y su diferenciación de la imprudencia temeraria  

Como se ha comentado anteriormente, el art. 115.5 a) LGSS establece que no impide la calificación 

de un accidente como de trabajo la imprudencia profesional que es consecuencia del ejercicio 

habitual de un trabajo y se deriva de la confianza que éste inspira. Una vez definido el concepto de 

imprudencia temeraria merece la pena analizar el concepto de imprudencia profesional más allá de 

la escueta definición de la LGSS, pues en la mayoría de casos los Tribunales analizan entre si la 

imprudencia del trabajador debe calificarse como temeraria o profesional. 

 

El Tribunal Supremo argumenta que “la legislación social, a efectos de la protección de la 

contingencia de accidente laboral, trata de defender al trabajador de toda falta de cuidado, atención 

o negligencia, que no lleve una calificación como imprudencia temeraria, y se cometa dentro del 

ámbito de su actuación profesional”
80

. De esta frase se pueden extraer tres componentes de la 

imprudencia profesional: se requiere (i) una falta de cuidado, atención o negligencia por parte del 

trabajador (ii) ocurrida en el ámbito de su actuación profesional y (iii) que no sea calificada como 

temeraria.  

 

La imprudencia profesional también puede definirse como “aquella en que se incide cuando el 

trabajador, ante la inminencia del riesgo que acompaña a su actuación, se cree capaz de superarlo 

con la propia capacidad y habilidad personal, o no le ha prestado la debida atención, por hallarse 

atenuada su voluntad, y en su caso sus movimientos reflejos, por la repetición del mismo acto, la 

facilidad en que en otras ocasiones lo ha superado felizmente, o porque confiaba en su suerte que le 
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 PALOMO BALDA, E. (2009). El dolo y la imprudencia temeraria como circunstancias excluyentes del concepto de 

accidente de trabajo. En ROMERO RODENAS, M. J. (Coord.). Accidente de trabajo y sistema de prestaciones. 

Albacete: Bomarzo (p. 142 y 143). 
80

 STS (Sala de lo Social) de 13 de marzo de 2008 (RJ 2008\3040). 



31 
 

permitiría superarlo sin daño personal”
81

. Otra definición de este concepto por parte de los 

Tribunales es aquella imprudencia “que nace de la creencia, por la confianza de su ejercicio 

procedente, de la superación del obstáculo y, por tanto, la improbabilidad razonable del 

acaecimiento de un accidente”
82

. 

 

Por lo tanto, la diferencia entre la imprudencia temeraria y la profesional es que en la primera hay 

“una especial intensidad en la conducta negligente, de ahí que el precepto aluda a la imprudencia 

temeraria, concepto éste ligado a la omisión de las más elementales medidas de cautela, cuya puesta 

en práctica hubiera evitado el siniestro, o a la generación de situaciones de grave riesgo en las que 

el evento lesivo es claramente previsible”
83

.  

 

La diferenciación entre ambas imprudencias no es fácil y debe analizarse caso por caso. Así lo han 

afirmado los Tribunales, por ejemplo el Tribunal de Justicia de Castilla – La Mancha que afirma 

que “la delimitación entre estas figuras evidentemente no es tan clara en el orden práctico debido 

sobre todo al hecho de que la distinción se basa en determinar si la actuación que originó el 

accidente es debida a un exceso de confianza creado por la práctica (imprudencia profesional) o es 

debido a la asunción consciente de un riesgo excesivo para la capacidad del actor (imprudencia 

temeraria)”
84

. En consecuencia, más allá de las anteriores definiciones puede ser muy clarificador 

analizar casos concretos y ver la calificación que otorgan los Tribunales a las conductas 

imprudentes. 

 

3.3. La imprudencia temeraria en la jurisprudencia 

 

3.3.1. Análisis de la jurisprudencia existente 

Una vez explicado el concepto de imprudencia temeraria es de gran interés analizar más 

detalladamente que alcance y consecuencias le otorga la jurisprudencia. Si bien es cierto que este 

análisis pretende centrarse en la imprudencia temeraria – que es el objeto del trabajo – en algunos 

casos se analizará también la imprudencia profesional, pues es inevitable ya que normalmente los 

Tribunales analizan la imprudencia temeraria y profesional de manera conjunta, a efectos de 

determinar cuál es la que realmente existe.  
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En primer lugar, hay supuestos en que a pesar de que existen acciones que podrían calificarse de 

imprudentes los Tribunales no aprecian ni imprudencia temeraria ni tan siquiera imprudencia 

profesional. Tal es el caso de un trabajador que cae de un andamio al apoyarse en un tablón 

intermedio. En este caso, la parte recurrente argumenta que depende del trabajador la forma de 

acceder al andamio, por lo que afirma que el trabajador actuó de manera temeraria. El Tribunal no 

aprecia ni imprudencia temeraria ni imprudencia profesional, pues lo único que consta en la 

relación fáctica de la sentencia de instancia es que el trabajador se apoyó en un tablón intermedio, 

comportamiento que no se revela en absoluto temerario ni puede tener tampoco encaje en el 

concepto de imprudencia temeraria
85

. 

 

Otro ejemplo donde no existe ningún tipo de imprudencia es el caso de un marinero que se lanza al 

mar para intentar salvar a un compañero que momentos antes había caído al mar, muriendo en dicho 

salvamento. El Tribunal no considera que este acto de salvamento sea imprudente ya que “es 

notorio que en el trabajo en el mar el compañerismo, el riesgo diario, hacen que la toma de 

decisiones de salvamento sean intuitivas y máxime conociendo el medio en el que se produce el 

siniestro, por lo que la conducta de este trabajador solo puede incardinarse dentro del denominado 

riesgo propio del trabajo”
86

. 

 

En otros supuestos, los Tribunales debaten la calificación de la imprudencia y acaban declarándola 

como profesional, negando de tal manera la ruptura del nexo de causalidad del accidente de trabajo. 

Por ejemplo, se califica como imprudencia profesional la amputación y destrozos de varios dedos 

de un trabajador por una fresa en su primer día de trabajo. Este accidente ocurrió porque el 

trabajador apartó unas virutas de madera que estaban en una mesa próxima a la fresa, que a su vez 

estaba en funcionamiento. El trabajador no advirtió de este peligro y, al separar la mano del cuerpo 

para apartar las virutas, la máquina le amputó y destrozó varios dedos. Según el Tribunal, esta 

acción debe calificarse como imprudencia profesional “al no valorar debidamente el riesgo de la 

acción, por mera confianza y también por la falta de formación e información en su acceso al puesto 

de trabajo concreto”
87

. 
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También se considera imprudencia profesional la caída de un montacargas con el trabajador dentro, 

trabajador que conocía la prohibición de utilizar el montacargas para subir y bajar personas y aún 

así subió a una quinta planta utilizándolo. Para llegar a esta conclusión, el Tribunal apela a la 

restrictividad para apreciar la imprudencia temeraria
88

. 

 

Aún en casos con una conducta negligente del trabajador más intensa se sigue apreciando la 

imprudencia profesional. Por ejemplo, se considera imprudencia profesional la conducta de un 

trabajador que, al detectar una anomalía en una máquina desgranadora de ajos, no detiene la 

máquina, se sube a su estructura e introduce la mano en el rodillo, quedando atrapada. El Tribunal 

analiza diversas circunstancias del caso para llegar a esta conclusión, como por ejemplo que no 

están delimitadas con claridad las funciones del trabajador y que en el momento del accidente no 

habían protecciones en las partes agresivas de la máquina
89

. 

 

A la vista de todo lo anterior, los casos en que se aprecia imprudencia temeraria son supuestos en 

que la conducta negligente del trabajador es de gran intensidad. Por ejemplo, se aprecia la 

existencia de imprudencia temeraria en un trabajador que, al acabarse el alambre de una máquina 

empacadora, quita el resguardo superior e introduce su brazo dentro con la máquina en 

funcionamiento, de tal manera que se le amputa el brazo
90

. Analizando las circunstancias del caso 

resulta evidente la grave negligencia en la que incurrió el trabajador: 

- La forma normal de reponer el alambre es anudar la parte nueva con la antigua en el exterior 

de la máquina, sin esperar a que se acabe por completo el rollo. 

- En otras ocasiones el trabajador había desmontado los resguardos inferiores. Sin embargo, 

en este caso desmonta los superiores, que dan acceso directo al trayecto del carro prensor, 

elemento que finalmente le amputa el brazo. 

- El carro prensor pasa una vez cada treinta segundos, por lo que el trabajador lo vio y oyó 

mientras sacaba los tornillos de los resguardos superiores. Por lo tanto, a pesar de observar 

el peligro el trabajador introduce el brazo en la máquina. 

- El trabajador hace caso omiso a las dos placas de advertencia de la máquina, que especifican 

en cinco idiomas – entre ellos el castellano – que antes de sacar la protección e introducir 

alguna parte del cuerpo debe quitarse la tensión de la máquina. 
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También existe imprudencia temeraria en la conducta de un trabajador que, para vaciar el cajón de 

recogido de desechos de una máquina de troquelado automática, rodea todo el equipo de trabajo 

pasando por la parte final de la máquina, cuando éste no es el trayecto más corto ni el habitual. 

Cuando el trabajador estuvo en la parte trasera de la máquina, que no tiene la consideración de zona 

de trabajo y está obstaculizada por otras máquinas y pilares, el trabajador se agachó de tal manera 

que su cabeza quedó atrapada entre la cinta transportadora y el cajón de desecho, provocándole la 

muerte. Los principales argumentos del Tribunal para calificar esta conducta como imprudencia 

temeraria es, en primer lugar, que el trabajador actuó de manera inexplicable yendo por el camino 

más largo y obstaculizado y, en segundo lugar, que sin intención ni acción de parar la máquina se 

colocó en una zona de altísimo riesgo al poner la cabeza debajo de una parte de la máquina
91

.  

 

También existe imprudencia temeraria en casos de una negligencia de gran gravedad por parte del 

trabajador, como es el caso de las lesiones causadas por un petardo en el curso de una manifestación 

durante su permiso para funciones sindicales
92

 o la caída de un trabajador por la rotura de unas tejas 

de un voladizo, al salir de casa para dirigirse al trabajo por un balcón al estar bloqueada la puerta
93

. 

 

Dejando ya el análisis de cuando una conducta debe calificarse como imprudencia profesional o 

temeraria, y teniendo como ejemplo el caso explicado anteriormente relativo al trabajador que cae 

desde el voladizo, se debe realizar un apunte sobre los accidentes in itinere. En estos supuestos no 

puede existir imprudencia profesional, tan solo temeraria. El motivo es que los accidentes de trabajo 

ocurridos al ir o al volver del trabajo no pueden ser consecuencia del ejercicio habitual del trabajo y 

derivarse de la confianza que éste inspira, pues en el trayecto no existe prestación de servicios
94

.  

 

En todo caso, el hecho de que un accidente de trabajo tenga su causa en una imprudencia 

extraprofesional – es decir, temeraria – nunca se presume
95

. Esto está relacionado con la concepción 

restrictiva del concepto de imprudencia temeraria, de tal manera que se aplica el principio a favor o 

en pro del beneficiario que actúa en un sentido más tuitivo en el Derecho de la Seguridad Social que 

en el Derecho del Trabajo
96

. 
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Un tema a destacar en relación a la imprudencia temeraria son los supuestos en que el trabajador 

accidentado se encontraba en estado de embriaguez. En primer lugar, hay que destacar que la 

existencia por sí sola de alcohol en sangre no excluye el accidente de trabajo por la existencia de la 

imprudencia temeraria
97

. Por lo tanto, la circunstancia de que el trabajador esté bajo los efectos del 

alcohol en el momento del accidente debe valorarse con las demás circunstancias concurrentes del 

caso concreto
98

.  

 

Analizando las diferentes resoluciones de los Tribunales a la hora de calificar la imprudencia en 

supuestos de consumo de alcohol, se puede observar como no suelen excluir el accidente de trabajo 

exclusivamente por esta causa. La relación entre el consumo de alcohol y la imprudencia debe estar 

clara y ser lo suficientemente grave para que exista imprudencia temeraria. Por ejemplo, no rompe 

el nexo causal el desvanecimiento de un trabajador con una tasa de alcohol en sangre de 0’10 mg/ml 

al no constar que dicho desvanecimiento guarde relación con el consumo de alcohol
99

 o la caída de 

un andamio de un trabajador al que se le detecta 2’12 gramos por litro de alcohol etílico en sangre, 

ya que no se ha probado que la caída fuese provocada por el alcohol, pudiendo perfectamente 

obedecer a la confianza que el trabajador tenía en sus habilidades profesionales
100

. Tampoco se 

considera imprudencia temeraria la existencia de una tasa de alcohol baja, que no es cantidad 

suficiente para alterar las condiciones, aptitudes físicas y capacidad laboral del trabajador
101

 ni la 

muerte de un trabajador que cae de un andamio presentando una tasa de alcohol muy elevada – 3’17 

g/l en sangre – ya que no puede probarse que dicha caída fuera consecuencia del alcohol, al no 

existir elementos de protección con el fin de evitar la caída
102

.   

 

En cambio, sí se aprecia la existencia de imprudencia temeraria cuando el estado de embriaguez es 

determinante en el accidente. Tal es el caso de un trabajador con una tasa de alcohol en sangre de 

3’32 g/l al probarse que murió por una caída provocada por tan alto índice de alcohol en sangre
103

. 

También puede determinarse la existencia de imprudencia temeraria observando de manera 

conjunta las circunstancias, siendo una de ellas que el trabajador se encuentre bajo los efectos del 

alcohol. Por ejemplo, actúa de manera temeraria el trabajador que cae al vacío presentando una tasa 

de alcohol en sangre de 2’63 g/l y que, además, se encuentra en una obra que no le corresponde, no 
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ha recibido ninguna orden de trabajo, no lleva la ropa pertinente y sube a una altura de casi ocho 

metros sin arnés
104

. 

 

Entrando ya a analizar las consecuencias de la imprudencia temeraria, en primer lugar hay que 

destacar que ésta rompe el nexo de causalidad del accidente de trabajo, por lo que el accidente no 

será considerado como de trabajo. Sin embargo, esto no conlleva a dejar sin protección al 

trabajador, pues tendrá derecho a las prestaciones de Seguridad Social pertinentes pero sin el plus 

de protección que comporta la calificación de un accidente como de trabajo.  

 

En cuanto a las consecuencias de la imprudencia sobre la responsabilidad del empresario, podemos 

afirmar que la imprudencia temeraria excluye la responsabilidad empresarial mientras que la 

imprudencia profesional atenúa su graduación o compensa las culpas de uno y otro
105

. Esto es 

totalmente lógico si tenemos en cuenta que el art. 15.4 LPRL obliga al empresario a prever, en 

relación a la efectividad de las medidas preventivas, las distracciones o imprudencias no temerarias 

que pudiera cometer el trabajador. Por lo tanto, la imprudencia temeraria queda fuera de la órbita 

del deber de prevención que la LPRL impone al empresario. Llegados a este punto merece la pena 

analizar un poco más a fondo la exclusión de la responsabilidad empresarial por la existencia de una 

imprudencia temeraria, en concreto en el recargo de las prestaciones económicas a cargo exclusivo 

del empresario y en la indemnización por daños y perjuicios.  

 

Algunas resoluciones excluyen el recargo de prestaciones en casos de imprudencia temeraria 

argumentando que la imprudencia temeraria rompe el nexo causal entre la infracción de normas de 

seguridad y salud en el trabajo y el daño producido, nexo necesario para imponer el recargo
106

. En 

cambio, otras resoluciones lo excluyen argumentando que, al no existir accidente de trabajo no se 

puede imponer el recargo, al ser esta figura propia de las prestaciones que tienen su causa en los 

accidentes de trabajo o enfermedades profesionales
107

. En mi opinión es más correcto y sencillo el 

último argumento ya que si existe una imprudencia profesional no existe accidente de trabajo y, por 

lo tanto, no puede derivarse un recargo exclusivo de las contingencias profesionales. Por lo tanto, 

aún cuando la empresa incumpla determinadas medidas de seguridad, si se rompe el nexo causal del 

accidente de trabajo por la actuación temeraria del trabajador se desvirtúa el incumplimiento 

empresarial y no procede imponer el recargo
108

. 
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El tratamiento de la indemnización por daños y perjuicios sigue la misma lógica que el recargo. Por 

lo tanto, en caso de imprudencia temeraria no resulta admisible la existencia de una responsabilidad 

contractual emanada de lo preceptuado en los arts. 1.101 y 1.104 CC – ni extracontractual, 

contemplada en los arts. 1.902 y 1.903 CC – por faltar los presupuestos fácticos que pudieran 

servirle de apoyatura. En concreto, en estos casos no consta una afectiva conducta empresarial 

causante directa del daño ya que el empresario no incurre en responsabilidad alguna cuando el 

resultado lesivo se produce por negligencia exclusiva no previsible del propio trabajador
109

. Sin 

embargo, es al empresario a quien le corresponde acreditar la concurrencia de esta posible causa de 

exoneración, por lo que la falta de prueba de cómo sucedió el accidente no exonera de 

responsabilidad a la empresa
110

. 

 

3.3.2. Conclusiones 

A la vista de todo lo anterior, las principales conclusiones que se extraen del análisis de las 

resoluciones judiciales sobre la imprudencia temeraria son las siguientes: 

- La apreciación de la imprudencia temeraria es restrictiva, de tal manera que se requiere 

una conducta negligente intensa. Ello conlleva a que, en virtud del principio a favor o en pro 

beneficiario, la imprudencia temeraria nunca se presuma. 

-  En el caso de accidentes in itinere, tan solo puede existir imprudencia temeraria ya que el 

trabajador no está desarrollando las funciones habituales del trabajo. 

- El estado de embriaguez del trabajador no es motivo suficiente para declarar la 

imprudencia temeraria, de tal manera que dicha circunstancia debe valorarse de manera 

conjunta con las demás circunstancias del caso concreto.  

- Si existe imprudencia temeraria, el trabajador no queda sin protección sino que tiene 

derecho a las prestaciones de Seguridad Social pertinentes aunque sin la protección 

reforzada característica de las contingencias profesionales. 

- La imprudencia temeraria excluye la responsabilidad empresarial, por lo que el trabajador 

no tiene derecho al recargo ni a la indemnización por daños y perjuicios.  
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3.4. Un caso concreto: La conducción de vehículos a motor 

La existencia de imprudencia temeraria en supuestos de conducción de vehículos a motor ha tenido 

un peso importante en las resoluciones judiciales, por lo que es interesante hacer un análisis un poco 

más exhaustivo de estos casos. En primer lugar hay que diferenciar entre la conducción de 

vehículos a motor para ir o volver del trabajo, es decir, supuestos de accidentes in itinere de acuerdo 

con el art. 115.2 a) LGSS, y supuestos de conducción de vehículos a motor en la prestación de 

servicios propia de la relación laboral. La diferencia es importante porque tal y como se ha 

comentado anteriormente, en los accidentes in itinere tan solo puede existir imprudencia temeraria y 

no profesional, pues en el trayecto de ida o vuelta al centro de trabajo no se realiza el ejercicio 

habitual del trabajo al que hace referencia el art. 115.5 a) LGSS. En cambio, si la conducción de 

vehículos se realiza como consecuencia de la prestación de servicios de la relación laboral – como 

sucede, por ejemplo, en los transportistas – una hipotética imprudencia podría calificarse tanto 

temeraria como profesional. 

 

Siempre que se debata la imprudencia en supuestos de conducción a vehículos a motor hay unas 

consideraciones comunes para determinar la calificación de la imprudencia. En primer lugar, y  al 

igual que en el análisis del dolo y la imprudencia en otros supuestos de accidentes de trabajo, deben 

analizarse las circunstancias concurrentes de cada caso por lo que no son posibles las declaraciones 

con vocación de generalidad
111

. En segundo lugar, lo relevante para calificar una conducta como 

temeraria es la conducta usual de las gentes a la hora de asumir riesgos innecesarios y graves
112

. De 

acuerdo con lo anterior, la mera infracción de normas penales o reglamentarias no determina por sí 

la existencia de una imprudencia temeraria, por lo que la infracción de las normas de circulación no 

es motivo suficiente para calificar una conducta como temeraria
113

. Por esta razón, circunstancias 

como la conducción bajo los efectos del alcohol y de las drogas
114

, sin el debido permiso de 

conducción
115

 o a velocidad elevada
116

 no constituyen por sí solas supuestos de imprudencias 

temerarias. Sin embargo, en ocasiones los Tribunales comparan la tasa del alcohol del trabajador 

con los límites permitidos para la conducción de vehículos a motor a efectos de analizar la gravedad 

de su conducta
117

.  

 

                                                           
111

 STS (Sala de lo Social) de 18 de septiembre de 2007 (RJ 2007\8446). 
112

 STSJ de Madrid (Sala de lo Social) de 18 de septiembre de 2006 (AS 2006\3428). 
113

 STSJ de Madrid (Sala de lo Social) de 18 de septiembre de 2006 (AS 2006\3428) y STSJ de Justicia de Andalucía, 

Sevilla (Sala de lo Social) de 12 de noviembre de 2009 (AS 2010\167), entre otras. 
114

 Por ejemplo: STSJ de Cataluña (Sala de lo Social) de 7 de julio de 2006 (AS 2007\529). 
115

 Por ejemplo: STSJ de Castilla – La Mancha (Sala de lo Social) de 5 de octubre de 2004 (JUR 2004\281528). 
116

 Por ejemplo: STSJ de Aragón (Sala de lo Social) de 5 de noviembre de 2009 (AS 2009\193). 
117

 Por ejemplo: STSJ de Andalucía, Sevilla (Sala de lo Social) de 12 de noviembre de 2009 (AS 2010\167). 



39 
 

Siguiendo el carácter excepcional que el Tribunal Supremo otorga a la imprudencia temeraria, en 

casos en que no se pueda saber la intención del trabajador y de esta dependa la calificación de una 

conducta como temeraria o no, hay que entender que no existe imprudencia temeraria
118

. Por 

último, el tratamiento del recargo de las prestaciones económicas a cargo del empresario y de la 

indemnización civil en casos de imprudencia temeraria en conducción de vehículos a motor es igual 

que en los supuestos generales
119

, por lo que me remito a lo ya explicado en el apartado anterior. 

 

Entrando ya a analizar casos concretos, en primer lugar me centraré en accidentes in itinere en que 

los Tribunales no aprecian la existencia de imprudencia temeraria. Un primer ejemplo es el 

accidente de tráfico de un trabajador cuando se dirigía al trabajo, que presenta, entre otros, 

concentraciones de metadona y morfina en sangre a consecuencia de un tratamiento contra la 

dependencia a los derivados de opiáceos. En este caso, el Tribunal entiende que al corresponder 

dichas ingestas a dosis terapéuticas y al estar el trabajador bajo control médico no puede calificarse 

su conducta como temeraria
120

. Tampoco se considera una actuación temeraria el accidente de 

coche de un trabajador al dirigirse al trabajo por conducir a velocidad inadecuada y con los 

neumáticos desgastados, ya que no es posible pensar que en esas circunstancias el trabajador tuviera 

el pensamiento consciente de haber asumido los resultados de un riesgo inminente
121

. 

 

Sí se aprecia imprudencia temeraria en accidentes de ida o vuelta al centro de trabajo en los 

siguientes supuestos. En primer lugar, actúa temerariamente el trabajador que arranca la moto antes 

de que el semáforo de ponga en verde, accediendo así al cruce con la vía preferente en una hora de 

máxima circulación. Según el Tribunal, esta conducta revela un claro desprecio del riesgo conocido 

y de la más elemental prudencia exigible en tales circunstancias
122

. En otro supuesto parecido al 

anterior, en que un trabajador circula con su ciclomotor en dirección prohibida colisionando 

finalmente en un cruce con otro vehículo, el Tribunal también aprecia imprudencia temeraria ya que 

el trabajador asumió riesgos manifiestos, innecesarios y especialmente graves ajenos al usual 

comportamiento de las personas
123

. Tal y como se observa en los argumentos de los Tribunales, en 

los casos anteriores lo realmente relevante son los riesgos que asume el trabajador en comparación 

con el usual comportamiento de las personas y no que su conducta supusiera una infracción de las 

normas de tráfico. 
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En supuestos en que existen varias circunstancias que pueden afectar a la calificación de la 

imprudencia del trabajador en accidentes in itiniere deben valorarse de manera conjunta. Un 

ejemplo de ello lo encontramos en un trabajador que sufre un accidente de coche al ir al trabajo, en 

una zona de buena visibilidad y bien señalizada, aunque el pavimento estaba mojado y presentaba 

baches. El informe de la Guardia Civil apuntaba como causa muy probable del accidente un exceso 

de velocidad y el trabajador presentaba una tasa en sangre de 1’72 g/l de alcohol y de 0’02 mg/l de 

benzoilecgonica, metabolito de la cocaína. Según el Tribunal, a pesar de los baches y el estado del 

pavimento, las condiciones atmosféricas eran buenas y la velocidad estaba a limitada a 40 km/h. Por 

este motivo, concluye que el accidente se debió no a una falta de atención o descuido sino al 

ejercicio de una conducción desatenta y anómala bajo los efectos del alcohol y la cocaína, por lo 

que su conducta debe calificarse como temeraria
124

. 

 

Una vez explicados algunos ejemplos de accidentes in itinere conviene ahora analizar supuestos de 

accidentes ocurridos al conducir vehículos a motor dentro de la prestación de servicios que 

caracteriza la relación laboral. Un primer ejemplo en que no se aprecia la existencia de imprudencia 

temeraria es el accidente de coche que tiene un trabajador mientras realizaba servicios en su jornada 

laboral. El accidente se produjo en un cambio de carril en un día lluvioso. El trabajador accidentado 

no llevaba el cinturón de seguridad abrochado y presentaba una tasa de alcohol en sangre de 0’85 

g/l. El Tribunal, que destaca el hecho de que el trabajador no fuera un profesional de la conducción 

sino un obrero de la construcción, no considera que tales circunstancias tengan la entidad suficiente 

para romper el nexo de causalidad del accidente de trabajo
125

. Tampoco se considera una conducta 

temeraria el accidente ocurrido al conducir un camión a 90 km/h cuando el límite era de 40 km/h, 

ya que no existen otras circunstancias que pongan en peligro la seguridad, la vida o las personas
126

. 

 

Al estar en supuestos de conducción de vehículos a motor como consecuencia de la prestación de 

servicios de la relación laboral, nos encontramos con casos en que el vehículo tiene funciones 

esenciales en el puesto de trabajo, como es el caso de las carretillas elevadoras. Los accidentes 

ocurridos durante la conducción de estos vehículos son constantes en las resoluciones judiciales. 

Por ejemplo, no se considera imprudencia temeraria el accidente ocurrido al girar con una carretilla 

elevadora hacia atrás a una velocidad elevada. El Tribunal entiende que esta conducta no tiene la 

suficiente entidad para calificarse como temeraria
127

. 
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Llegados a este punto, quedan por analizar ejemplos donde la imprudencia temeraria al conducir 

vehículos a motor desarrollando las funciones del puesto de trabajo impide la calificación de un 

accidente como de trabajo. Un primer caso donde resulta de manera clara la imprudencia temeraria 

es en la conducción de un camionero que, después de conducir dando bandazos y haciendo eses, 

tiene un accidente del que resulta muerto. En la autopsia se encontraron sustancias como cocaína, 

dihidrocodeína, heroína y aprazolam en la sangre. El Tribunal considera que la causa única, directa 

e inmediata del accidente fue la actuación del conductor que, sabedor del riesgo intrínseco de su 

profesión, consumió diversas sustancias tóxicas sabiendo que necesariamente iban a incidir muy 

negativamente en sus facultades físicas y psíquicas
128

. También se aprecia imprudencia temeraria en 

un camionero que, después de dormir mal y presentar una tasa de alcohol en sangre de 2’89 g/l, 

muere en un accidente en la carretera. El Tribunal considera que el accidente tuvo por causa la 

ingesta de alcohol y el sueño, en el sentido de que es imprudente porque se le pudo exigir otra 

conducta y es temeraria porque la situación de riesgo creada es tan evidente que se distingue de un 

descuido o falta de diligencia
129

. 

 

Un último caso a explicar es un supuesto en que la conducción de una carretilla elevadora se 

considera imprudencia temeraria. Tal es el caso de un trabajador que, conduciendo una carretilla 

elevadora con las pinzas elevadas – se debe circular con las pinzas en la posición inferior – 

colisiona con una vigueta que el propio trabajador había dejado en la vía de circulación. El hecho de 

llevar las pinzas elevadas, además de un posible exceso de velocidad, provocó un desequilibrio de 

la carretilla que volcó, aplastando al trabajador. El Tribunal entiende que fue la conducta del propio 

trabajador la que provocó el accidente sin que haya motivo alguno para atribuir responsabilidad a la 

empresa
130

.  
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Conclusiones 

Para entender correctamente el dolo y la imprudencia temeraria contenidos en la LGSS es 

indispensable acudir a la jurisprudencia. Después de su análisis se pueden extraer unas conclusiones 

sobre ambos conceptos. 

 

En relación al dolo, en primer lugar encontramos disparidad de opiniones sobre su significado y 

algunos criterios interpretativos. Para apreciar su existencia entiendo que hay que diferenciar los 

supuestos donde existe dolo penal y los supuestos donde no existe, pues dependiendo de lo anterior 

deberemos estar al concepto penal o civil del dolo, respectivamente. Sin embargo, esta es una 

conclusión personal y sería conveniente que los Tribunales desarrollaran de una manera más clara 

este concepto. Entrando ya a analizar los supuestos concretos donde se aprecia el dolo del 

trabajador, a excepción del suicidio no hay casi supuestos en que los Tribunales aprecien su 

existencia. Entiendo que esta regulación del dolo como causa excluyente del accidente de trabajo es 

una previsión para evitar que el trabajador, consciente y voluntariamente, se aproveche del sistema 

de prestaciones y perjudique al empresario a través de la responsabilidad empresarial, por ejemplo 

mediante heridas autoinfligidas. Sin embargo, podemos observar como estos supuestos no han 

tenido repercusión en sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia o del Tribunal Supremo. 

Diferente es el caso del suicidio, que algunos Tribunales lo analizan mediante la existencia de dolo 

por parte del trabajador. Estos supuestos sí han sido litigiosos y hay una serie de reglas especiales, 

creadas jurisprudencialmente, aplicables al suicidio. En todo caso, lo fundamental es que no se 

rompa el nexo de causalidad entre trabajo y accidente,  de tal manera que el trabajo sea la causa 

determinante del suicidio. 

 

En cuanto a la imprudencia, los Tribunales han diferenciado la temeraria y la profesional según la 

intensidad de la conducta negligente y la relación de dicha conducta con la profesión y experiencia 

del trabajador. Por lo tanto, y siguiendo la tónica general en los supuestos estudiados en este 

trabajo, hay que analizar caso por caso. A diferencia de lo que sucede con el dolo, existen multitud 

de resoluciones sobre supuestos de imprudencia en accidentes de trabajo. Conviene destacar que 

hay que realizar un análisis conjunto de las circunstancias y en especial de la negligencia, sin que la 

infracción de otras normas determine por sí sola la existencia de imprudencia temeraria.  

 

Para concluir, se puede afirmar que la conducta del trabajador es uno de los elementos que puede 

influir en la existencia de un accidente de trabajo, por lo que hay que analizarla con especial 

atención y de acuerdo con la jurisprudencia cuando es tan grave – dolo o imprudencia temeraria – 
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que puede excluir el accidente de trabajo o cuando, sin ser especialmente grave, puede conllevar a 

ponderar las culpas a la hora de determinar las responsabilidades – imprudencia profesional –. 

  



44 
 

Bibliografía 

 

AZÓN VILAS, F.V., MARTÍN-CASALLO LÓPEZ, J.J., MARTÍNEZ MOYA, J., MARÍN 

CASTÁN, F. (Coordinadores). (2009). Prestaciones e indemnizaciones en materia de accidentes de 

trabajo: aspectos penales, civiles y laborales. Madrid: Consejo General del Poder Judicial. 

 

BALLESTER PASTOR, Mª. A. (2007). Significado actual del accidente in itinere: paradojas y 

perspectivas. Albacete: Bomarzo. 

 

BLASCO LAHOZ, J. F. y LÓPEZ GANDÍA, J. (2013). Curso de Seguridad Social. (5ª Ed.). 

Valencia: Tirant lo Blanch. 

 

CHACARTEGUI JÁVEGA, C. (2007). El concepto de accidente de trabajo: su construcción por la 

jurisprudencia. Albacete: Bomarzo.  

 

FERNÁNDEZ AVILÉS, J. A. (2007). El accidente de trabajo en el Sistema de Seguridad Social 

(Su contradictorio proceso de institucionalización jurídica). Barcelona: Atelier. 

 

FERNÁNDEZ MARTÍNEZ, J. M. (Coordinador). (2009). Diccionario jurídico. (5º Ed.). Elcano: 

Aranzadi. 

 

GÓMEZ, F., LUQUE PARRA, M. y RUIZ GARCÍA, J.A. (2001). STS, 4ª, 2.10.2000: recargo, 

indemnización de daños y sanciones administrativas laborales. INDRET. Recuperado 16 de abril 

desde http://www.indret.com/pdf/069_es.pdf 

 

GONZÁLEZ ORTEGA, S. y BARCELÓN COBEDO, S. (2013). Introducción al Derecho de la 

Seguridad Social. (7ª Ed.). Valencia: Tirant lo Blanch. 

 

MERCADER UGUINA, J. R. (2012). Lecciones de Derecho del Trabajo. Valencia: Tirant lo 

Blanch.  

 

OJEDA AVILÉS, A. (2013). Derecho transnacional del trabajo. Valencia: Tirant lo Blanch. 

 

PÉREZ CAPITÁN, L. (2007). La presencia de alcohol en el trabajador en el accidente laboral: una 

solución conflictiva. Justicia laboral, 32, 59 – 87. 

 

PÉREZ CAPITÁN, L. (2009). La imprudencia del trabajador accidentado y su incidencia en la 

responsabilidad empresarial. Cizur Menor, Navarra: Aranzadi. 

 

http://www.indret.com/pdf/069_es.pdf


45 
 

ROMERO RODENAS, M. J. (Coordinadora). (2009). Accidente de trabajo y sistema de 

prestaciones. Albacete: Bomarzo.  

 

ROMERO RODENAS, M. J. (2012). Suicidio de un trabajador ocasionado por la existencia de 

conflictividad laboral, iniciado con el ejercicio del derecho de huelga: accidente de trabajo. Revista 

Doctrinal Aranzadi Social, 9/2012.  

 

ROQUETA BUJ, R., GARCÍA ORTEGA, J. (Directores). (2013). Derecho de la Seguridad Social. 

Valencia: Tirant lo Blanch.  

 

SÁNCHEZ TRIGUEROS, C. (Directora). (2009). Los riesgos psicosociales. Teoría y práctica. 

Cizur Menor, Navarra: Aranzadi. 

 

SAN MARTÍN MAZZUCCONI, C. (2009). La imprudencia del trabajador en el accidente de 

trabajo: claves jurisprudenciales. Revista del Ministerio de Trabajo e Inmigración. Seguridad 

Social, 85, 57 – 75.  

 

SERRANO FERNÁNDEZ, M. (Coordinador). (2013). Tratado jurisprudencial de responsabilidad 

por daños. Valencia: Tirant lo Blanch.  

 

VENES, D. (Director). (2008). Diccionario enciclopédico TABER de ciencias de la salud. Madrid: 

Difusión Avances de Enfermería.  

 

VIDA SORIA, J., MONEREO PÉREZ, J.L., MOLINA NAVARRETE, C. y QUESADA SEGURA, 

R. (2012). Manual de Seguridad Social (8ª Ed.). Madrid: Tecnos. 

  



46 
 

 

Sentencias: 

 

Tribunal Supremo: 

 

STS (Sala de lo Social) de 12 de junio de 2013 (RJ 2013\5730) 

STS (Sala de lo Social) de 4 de diciembre de 2012 (RJ 2013\1749)  

STS (Sala de lo Social) de 18 de julio de 2011 (RJ 2011\6165) 

STS (Sala de lo Social) de 15 de junio de 2010 (RJ 2010\2705)  

STS (Sala de lo Social) de 20 de octubre de 2009 (RJ 2009\7610) 

STS (Sala de lo Social) de 8 de julio de 2009 (RJ 2009\6078) 

STS (Sala de lo Social) de 10 de junio de 2009 (RJ 2009\4555) 

STS (Sala de lo Social) de 13 de marzo de 2008 (RJ 2008\3040) 

STS (Sala de lo Social) de 13 de febrero de 2008 (RJ 2008/3474) 

STS (Sala de lo Social) de 22 de enero de 2008 (RJ 2008\2076) 

STS (Sala de lo Social) de 18 de octubre de 2007 (RJ 2008\799) 

STS (Sala de lo Social) de 25 de septiembre de 2007 (RJ 2007\8316) 

STS (Sala de lo Social) de 18 de septiembre de 2007 (RJ 2007\8446) 

STS (Sala de lo Social) de 12 de julio de 2007 (RJ 2007\8226) 

STS (Sala de lo Social) de 23 de enero de 2007 (RJ 2007\2048) 

STS (Sala de lo Social) de 9 de mayo de 2006 (RJ 2006\3037)   

STS (Sala de lo Social) de 20 de febrero de 2006 (RJ 2006\739) 

STS (Sala de lo Social) de 2 de octubre de 2000 (RJ 2000\9673) 

STS (Sala de lo Social) de 28 de septiembre de 2000 (RJ 2000\9646)   

STS (Sala de lo Civil) de 20 de julio de 2000 (RJ 2000\6754)   

STS (Sala de lo Social) de 29 de diciembre de 1999 (RJ 2000\1427)   

STS (Sala de lo Social) de 31 de marzo de 1999 (RJ 1999\3780)  

  



47 
 

Tribunales Superiores de Justicia: 

 

STSJ de Andalucía, Sevilla (Sala de lo Social) de 27 de febrero de 2014 (JUR 2014\111442) 

STSJ de Galicia (Sala de lo Social) de 22 de enero de 2014 (AS 2014\408) 

STSJ de Extremadura (Sala de lo Social) de 17 de octubre de 2013 (AS 2013\2927) 

STSJ de Galicia (Sala de lo Social) de 5 de abril de 2013 (AS 2013\1487) 

STSJ de la C. Valenciana (Sala de lo Social) de 11 de diciembre de 2012 (AS 2013\636) 

STSJ de las Islas Baleares (Sala de lo Social) de 6 de noviembre de 2012 (AS 2013\40) 

STSJ de Galicia (Sala de lo Social) de 5 de octubre de 2012 (AS 2012\15) 

STSJ de Andalucía, Sevilla (Sala de lo Social) de 28 de septiembre de 2012 (AS 2012\2964) 

STSJ de Castilla y León, Burgos (Sala de lo Social) de 19 de julio de 2012 (AS 2012\1978) 

STSJ de Galicia (Sala de lo Social) de 20 de junio de 2012 (AS 2012\2714) 

STSJ de la C. Valenciana (Sala de lo Social) de 22 de marzo de 2012 (AS 2012\2429) 

STSJ de Galicia (Sala de lo Social) de 25 de enero de 2012 (AS 2012\99) 

STSJ de Galicia (Sala de lo Social) de 5 de octubre de 2011 (AS 2012\15) 

STSJ de Aragón (Sala de lo Social) de 27 de diciembre de 2010 (AS 2011\171) 

STSJ de Extremadura (Sala de lo Social) de 14 de diciembre de 2010 (AS 2010\53)   

STSJ de Madrid (Sala de lo Social) de 24 de septiembre de 2010 (JUR 2010\368343) 

STSJ de Galicia (Sala de lo Social) de 19 de julio de 2010 (AS 2010\1913) 

STSJ de Galicia (Sala de lo Social) de 9 de febrero de 2010 (AS 2010\1085) 

STSJ del País Vasco (Sala de lo Social) de 9 de febrero de 2010 (AS 2010\1378) 

STSJ de Extremadura (Sala de lo Social) de 28 de enero de 2010 (AS 2010\1022) 

STSJ de Andalucía, Sevilla (Sala de lo Social) de 12 de noviembre de 2009 (AS 2010\167) 

STSJ de Aragón (Sala de lo Social) de 5 de noviembre de 2009 (AS 2009\193) 

STSJ de Aragón (Sala de lo Social) de 14 de octubre de 2009 (AS 2010\1179) 

STSJ de Castilla y León, Burgos (Sala de lo Social) de 18 de marzo de 2009 (AS 2009\1561) 

STSJ de Andalucía, Sevilla (Sala de lo Social) de 22 de enero de 2009 (AS 2009\313) 

STSJ de las Islas Canarias, Las Palmas (Sala de lo Social) de 8 de octubre de 2008 (AS 2009\64). 

STSJ de la C. Valenciana (Sala de lo Social) de 16 de septiembre de 2008 (AS 2008\3016) 

STSJ de la C. Valenciana (Sala de lo Social) de 1 de septiembre de 2008 (AS 2008\2903) 

STSJ de Aragón (Sala de lo Social) de 17 de junio de 2008 (AS 2008\2427) 



48 
 

STSJ de Madrid (Sala de lo Social) de 31 de marzo de 2008 (AS 2008\1655). 

STSJ de Castilla y León, Burgos (Sala de lo Social) de 31 de enero de 2008 (AS 2008\1187) 

STSJ de Andalucía, Sevilla (Sala de lo Social) de 10 de enero de 2008 (AS 2009\452) 

STSJ de Cataluña (Sala de lo Social) de 18 de mayo de 2007 (AS 2007\2365) 

STSJ de Andalucía, Granada (Sala de lo Social) de 24 de enero de 2007 (AS 2007\3288) 

STSJ de Castilla – La Mancha (Sala de lo Social) de 2 de octubre de 2006 (AS 2006\3085) 

STSJ de Madrid (Sala de lo Social) de 18 de septiembre de 2006 (AS 2006\3428) 

STSJ de Cataluña (Sala de lo Social) de 7 de julio de 2006 (AS 2007\529) 

STSJ de Castilla – La Mancha (Sala de lo Social) de 16 de marzo de 2006 (AS 2006\1494) 

STSJ de Extremadura (Sala de lo Social) de 19 de enero de 2006 (AS 2006\413) 

STSJ de Cataluña (Sala de lo Social) de 16 de diciembre de 2005 (JUR 2006\56371) 

STSJ del País Vasco (Sala de lo Social) de 13 de septiembre de 2005 (AS 2005\3264) 

STSJ del País Vasco (Sala de lo Social) de 13 de septiembre de 2005 (AS 2005\3264) 

STSJ de Madrid (Sala de lo Social) de 16 de mayo de 2005 (AS 2005\1520)   

STSJ de Castilla – La Mancha (Sala de lo Social) de 5 de octubre de 2004 (JUR 2004\281528) 

STSJ de Castilla y León, Valladolid (Sala de lo Social) de 16 de febrero de 2004 (AS 2004\676) 

STSJ de Cataluña (Sala de lo Social) de 15 de enero de 2004 (AS 2004\1192) 

STSJ de las Islas Canarias, Las Palmas (Sala de lo Social) de 15 de enero de 2004 (AS 2004\956)  

STSJ de Cataluña (Sala de lo Social) de 3 de octubre de 2002 (AS 2002\3180) 

STSJ de Asturias (Sala de lo Social) de 6 de septiembre de 2002 (AS 2002\3028) 

STSJ de La Rioja (Sala de lo Social) de 31 de julio de 2002 (AS 2002\2760)   

STSJ de La Rioja (Sala de lo Social) de 21 de mayo de 2002 (AS 2002\2354) 

STSJ de la C. Valenciana (Sala de lo Social) de 9 de enero de 2002 (JUR 2002\76165) 

STSJ de Cataluña (Sala de lo Social) de 3 de noviembre de 2001 (AS 2001\208) 

STSJ de Cataluña (Sala de lo Social) de 18 de abril de 2001 (AS 2001\2313) 

STSJ de Cataluña (Sala de lo Social) de 3 de noviembre de 2000 (AS 2001\208) 

STSJ de Aragón (Sala de lo Social) de 30 de octubre de 2000 (AS 2000\3184) 

STSJ de Andalucía, Sevilla (Sala de lo Social) de 30 de marzo de 2000 (AS 2000\3313) 

STSJ del País Vasco (Sala de lo Social) de 22 de febrero de 2000 (AS 2000\773) 

STSJ de Cantabria (Sala de lo Social) de 16 de junio de 1993 (AS 1993\547) 



49 
 

Textos legales: 

 

España. Orden ESS/66/2013, de 28 de enero, por la que se actualizan las cantidades a tanto alzado 

de las indemnizaciones por lesiones, mutilaciones y deformidades de carácter definitivo y no 

invalidantes. Boletín Oficial del Estado, 30 de enero de 2013, núm. 26, p. 6839 a 6844. 

 

Reglamento 987/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de septiembre de 2009, por el 

que se adoptan las normas de aplicación del Reglamento (CE) nº 883/2004, sobre la coordinación 

de los sistemas de seguridad social. (DO L, núm. 284, 30-10-2009, p. 1 a 42). 

 

Reglamento 883/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 29 de abril de 2004, sobre la 

coordinación de sistemas de seguridad social (DO L, núm. 166, 30-04-2004, p.1 a 49).  

 

España. Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. Boletín Oficial del Estado, 

24 de noviembre de 1995, núm. 281, p. 33987 a 34058. 

 

España. Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de prevención de Riesgos Laborales. Boletín Oficial del 

Estado, 10 de noviembre de 2005, núm. 269, p. 32590 a 32611. 

 

España. Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido 

de la Ley de del Estatuto de los Trabajadores, Boletín Oficial del Estado, 28 de marzo de 1995, 

núm. 75, p. 9654 a 9688. 

 

España. Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de 

la Seguridad Social. Boletín Oficial del Estado, 29 de junio de 1994, núm. 154, p. 20658 a 20708. 

 

Reglamento 1408/1971 del Consejo, de 14 de junio de 1971, relativo a la aplicación de los 

regímenes de seguridad social a los trabajadores por cuenta ajena, a los trabajadores por cuenta 

propia y a los miembros de sus familias que se desplazan dentro de la comunidad. (DO L, núm. 149, 

05-07-1971, p. 2 a 50). 

 

España. Decreto 907/1966, de 21 de abril, aprobado el texto articulado primero de la Ley 193/1963, 

de 28 de diciembre, sobre Bases de la Seguridad Social. Boletín Oficial del Estado, 22 de abril de 

1966, núm. 96, p. 4778 a 4807. 



50 
 

 

Convenio de la OIT sobre la seguridad social (norma mínima), 1952 (núm. 102). Ginebra, 28 de 

junio de 1952 (BOE núm. 240, 06-10-1988, p. 28998 a 29007). 

 

Convenio de la OIT sobre la igualdad de trato (accidentes de trabajo), 1926 (núm. 19). Ginebra, 5 

de junio de 1925. (Gaceta de Madrid, núm. 147, 26-05-1928, p. 1106 y 1107) 

 

Convenio de la OIT sobre la indemnización por accidentes de trabajo (agricultura), 1921 (núm. 12). 

Ginebra, 12 de noviembre de 1921. (Gaceta de Madrid, núm. 131, 11-05-1931, p. 662). 

 

España. Real Decreto de 24 de julio de 1889 por el que se publica el Código Civil. Boletín Oficial 

del Estado, núm. 206, 27 de julio de 1889, p. 249 a 259. 

 

España. Real Decreto de 14 de septiembre de 1882 por el que se aprueba la Ley de Enjuiciamiento 

Criminal. Boletín Oficial del Estado, núm. 260, 17 de septiembre de 1882, p. 803 a 806. 

 

Páginas web: 

 

Aranzadi digital. (2013).  Recuperado 12 de junio de 2014, desde http://www.aranzadidigital.es 

 

Boletín Oficial del Estado (s. f.). Recuperado 12 de junio de 2014, desde http://www.boe.es 

 

Eurostat (2014). Recuperado 12 de junio de 2014, desde http://epp.eurostat.ec.europa.eu 

 

Instituto Nacional de Estadística (2014). Recuperado 12 de junio de 2014, desde http://www.ine.es 

 

Organización Internacional del Trabajo (2014). Recuperado 12 de junio de 2014, desde 

http://ilo.org 

 

Seguridad Social (2014). Recuperado 12 de junio de 2014 desde http://seg-social.es 

http://www.aranzadidigital.es/
http://www.boe.es/
http://epp.eurostat.ec.europa.eu/
http://www.ine.es/
http://ilo.org/
http://seg-social.es/


Anexo 1: Siniestralidad laboral en España, años 2000 a 2012 

51 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Fuente: Instituto Nacional de Estadística (INE)
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de trabajo 

con baja 

Nº 
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de trabajo 

mortales 

2000 1.005.289 1.136 

2001 1.024.936 1.030 

2002 1.016.670 1.101 

2003 954.857 1.020 

2004 955.744 968 

2005 981.795 935 

2006 1.003.440 947 

2007 1.022.067 826 

2008 895.679 810 

2009 696.577 632 

2010 645.964 569 

2011 581.150 551 

2012 471.223 452 
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Anexo 2: Esquema del concepto de accidente de trabajo 
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Concepto (art. 115.1 LGSS): Toda lesión corporal que el trabajador sufra con ocasión o por consecuencia del trabajo que ejecute por cuenta ajena.

Lista (art. 115.2 LGSS): 

1. Accidente in itinere 

2. Accidente con ocasión o por consecuencia del desempeño de cargos electivos de carácter sindical 

3. Accidente en misión 

4. Accidente ocurrido en actos de salvamento y otros de naturaleza análoga 

5. Enfermedades contraídas por la realización del trabajo, siempre que no sea una enfermedad profesional 

6. Enfermedades o defectos anteriores agravados por el trabajo 

7. Enfermedades intercurrentes 

 

Presunción iuris tantum de las lesiones ocurridas durante el tiempo y en el lugar de trabajo (art. 115.3 LGSS) 

 

Accidentes debidos a fuerza mayor extraña al trabajo, sin que tengan tal consideración la insolación, el rayo y 

análogos (art. 115.4 letra a) LGSS) 

 

Los debidos a dolo o imprudencia temeraria del trabajador accidentado (art. 115.4 letra b) LGSS) 

 

La debidos a imprudencia profesional que es consecuencia del ejercicio habitual de un trabajo y se deriva de la 

confianza que éste inspira (art. 115.5 letra a) LGSS) 

 

La concurrencia de culpabilidad civil o criminal del empresario, de un compañero de trabajo del accidentado o de 

un tercero, salvo que no guarde relación alguna con el trabajo (art. 115.5 letra b) LGSS) 

SÍ es 

accidente de 

trabajo 

NO es 

accidente de 

trabajo 

Circunstancias 

que no impiden 

la calificación 

de un accidente 

como de trabajo 


